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TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 7 de noviembre de 2003. 


LA CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 


ordinaria el próximo martes 11 de noviembre, ala hora 16, a 
fin de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 


tos de ley: 


1%) por el que se interpreta el artículo 31 de la Ley 
N* 17.613, de 27 de diciembre de 2002, referido a los 
ahorristas de los Bancos Montevideo y La Caja Obre- 
ra. 

Carp. N* 1081/03 - Rep. N* 681/03 


2?) por el que se exonera del pago de peaje durante tres 
años a los habitantes que residan dentro del depar- 
tamento en que se halle instalado o residan en un 
radio de cincuenta kilómetros del mismo. 

Carp. N* 1017/03 - Rep. N* 631/03 


3%) por el que se regula la designación de los integrantes 
de los Consejos Directivos de la Unidad Reguladora 


de Servicios de Comunicaciones (URSEC) y de la 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua 
(URSEA). 

Carp. N* 1049/03 - Rep. N*651/03 


4”) por el que se designa con el nombre "General Aparicio 

Saravia" el Regimiento de Caballería Mecanizada 

N?*7 del Ejército Nacional, de la ciudad de Río Branco, 
departamento de Cerro Largo. 

Carp. N* 1199/03 - Rep. N*707/03 


5”) por el que se reglamenta la profesión de geólogo. 
Carp. N* 1210/03 - Rep. N*715/03 


6”) por el que se denomina "Noche de la Nostalgia" la 
noche del 24 de agosto de cada año. 
Carp. N* 1157/03 - Rep. N*714/03 


7%) por el que se interpreta el artículo 762 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, referido a las 
exoneraciones a las actividades de exhibición y dis- 
tribución de películas cinematográficas. 

Carp. N* 1133/03 - Rep. N*718/03 


8”) por el que se reglamenta el recurso de apelación 
contra los decretos y resoluciones de las Juntas 
Departamentales e Intendencias Municipales, esta- 
blecido en el artículo 303 de la Constitución de la 
República. 

Carp. N”* 873/02 - Rep. N*721/03 
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9) Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando venia para 
destituir de sus cargos a tres funcionarios del Minis- 
terio de Economía y Finanzas (plazo constitucional 
vence el 24 de noviembre de 2003. Se incluye en el 
Orden del Día en cumplimiento del artículo 62 del 
Reglamento del Senado.) 

Carpeta N* 1171/03 - Rep. N*717/03 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Astori, 
Atchugarry, Brause, Cid, Correa Freitas, Couriel, De 
Boismenu, Fernández Huidobro, Gallinal, Garat, García 
Costa, Gargano, Heber, Herrera, Korzeniak, Lescano, 
Michelini, Millor, Mujica, Núñez, Pereyra, Pou, Riesgo, 
Rubio, Sanabria, Singer, Virgili y Xavier. 


FALTA, con licencia, el señor Senador Nin Novoa. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 18 minutos) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Presidencia de la Asamblea General destina varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los 
siguientes proyectos de ley: 


- porelquese autoriza la salida del país del Buque ROU 
03 “Montevideo” y su tripulación, con la finalidad de 
realizar el Viaje de Fin de Cursos de la Escuela Naval, 
entre el 30 de noviembre y el 12 de diciembre. 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


- porel que se autoriza al Banco Central del Uruguay 
a proceder a la acuñación de las monedas que inte- 
grarán el Programa Oficial de Monedas Conmemora- 
tivas del Centenario de la FIFA 2004 y el Programa 
Oficial de Monedas Conmemorativas de la Copa del 
Mundo FIFA Alemania 2006. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social remite la 
información solicitada por la señora Senadora Marina 
Arismendi con relación a la denuncia de padres de menores 
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discapacitados que concurren al Instituto situado en el 
Parque Postal Ruta 1, Km 27, Departamento de San José. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA A LA SE- 
ÑORA SENADORA MARINA ARISMENDI. 


El Ministerio de Salud Pública remite la información 
solicitada por el señor Senador José Mujica relacionada 
con la situación funcional en dicha Secretaría de Estado de 
la Dra. Reina Zabaleta. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL SEÑOR 
SENADOR JOSE MUJICA. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite la informa- 
ción solicitada por: 


- el señor Senador José Mujica referente a bienes 
ofrecidos en garantía por el Grupo Peirano al Banco 
Central del Uruguay. 


- y el señor Senador Francisco Gallinal referente a 
obligaciones negociables emitidas por la empresa 
Baluma SA. 

- OPORTUNAMENTE LES FUERON ENTREGADAS A 

LOS SEÑORES SENADORES JOSÉ MUJICA Y FRANCIS- 
COGALLINAL RESPECTIVAMENTE. 


La Cámara de Representantes remite: 


- aprobado un proyecto de ley, por el que se declara 
feriado para la ciudad de San Gregorio de Polanco, del 
departamento de Tacuarembó, el día 17 de noviembre 
de 2003 con motivo de conmemorarse el 
sesquicentenario de su fundación. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 

CION. 


- y comunica: 


- que ha sancionado el proyecto de ley por el que 
se modifica el régimen de jubilaciones y pensio- 
nes de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios. 

- AGREGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHIVE- 
SE. 


- y la integración de la Comisión Permanente que 
actuará durante el Cuarto Período de la XLV Legisla- 
tura 

- TENGASE PRESENTE. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informado el 
proyecto de ley por el que se autoriza la salida del país del 
Buque ROU 26 “Vanguardia” y su tripulación, con la 
finalidad de realizar la “Campaña Antártica” (Operación 
Antarkos XX) a llevarse a cabo durante los meses de 
noviembre y diciembre de 2003, haciendo escalas en los 
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puertos de Ushuaia (República Argentina) y de Punta 
Arenas (República de Chile). 

- REPARTASE E INCLUYASE EN EL ORDEN DEL DÍA 
DE LA SESION ORDINARIA DEL DIA DE MAÑANA. 


El Congreso de Ediles remite varias notas: 


- comunicando la integración de la Mesa Permanente 
para el período 2003-2004. 


- adjuntando la declaración aprobada por la que se 
solicita promover ante el Parlamento Nacional la 
urgente modernización de la Ley Orgánica Munici- 
pal. 

- TENGANSE PRESENTES. 


La Junta Departamental de Paysandú remite varias no- 
tas: 


- adjuntando la moción presentada por la señora Edila 
Nilda Ramos referida a la globalización. 


- adjuntando el planteo formulado por el Edil Sergio 
Silva solicitando se suspenda el cobro del 
monotributo que deben abonar los feriantes. 


- Comunicando su decisión de dar apoyo al planteo del 
Edil de Soriano señor Sari Torres en su planteo sobre 
la recuperación de los montes nativos autóctonos. 


La Junta Departamental de Soriano remite varias notas: 


- enrelación al planteo del señor Edil Sari Torres sobre 
la recuperación de los montes nativos autóctonos. 


- y dando apoyo al planteo de la Junta Departamental 
de Treinta y Tres sobre la incautación de vehículos 
porinfracciones y su empleo por parte de institucio- 
nes estatales. 


La Junta Departamental de Canelones remite varias no- 
tas adjuntando: 


- resolución aprobada referida a la problemática de 
uso de agrotóxicos en las plantaciones. 


- — planteo formulado por el señor Edil Leonardo Francone 
referido al “Contrabando de vino”. 


- versión taquigráfica de las palabras expresadas por 
el señor Edil Armando Berreta referida al incremento 
de animales sueltos en situación de abandono. 

- TENGANSE PRESENTES. 


Las expresiones de la Edila Lilián Díaz, con destino a la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, refiriéndose al 
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tema “Creación del Fondo de Fomento de la Producción 
Avícola” 

- ALA COMISIÓN DE GANADERIA AGRICULTURA Y 
PESCA. 


- con destino a las Comisiones de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca y de Industria, Energía y Minería, las 
expresiones del Edil Miguel Bengasi referidas a “Po- 
líticas de desarrollo”. 

- ALAS COMISIONES DE GANADERIA AGRICULTURA 

Y PESCA EINDUSTRIA, ENERGIA y MINERIA. 


- y versión taquigráfica de las palabras del Edil Jorge 
Alvear, con destino a la Comisión de Constitución y 
Legislación, relacionadas con el tema “Propuesta 
relativa al sistema carcelario” 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 

CION.” 


4) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“Las señoras Senadoras Marina Arismendi y Mónica 
Xavier y los señores Senadores Alberto Couriel, Enrique 
Rubio, José Korzeniak, Manuel Núñez, Reinaldo Gargano y 
Rodolfo Nin Novoa presentan, con exposición de motivos, 
un proyecto de ley relacionado con los ahorristas deudores 
en dólares del Banco Hipotecario del Uruguay.” 

- ALACOMISION DE HACIENDA. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 


“EXPOSICION DE MOTIVOS 


La mayoría de los deudores del Banco Hipotecario del 
Uruguay han sido ahorristas en dicho Banco en Unidades 
Reajustables. Han esperado muchos años la posibilidad de 
acceder a una vivienda y han ayudado al Banco en el 
otorgamiento de préstamos con su ahorro. 


En determinado momento el Banco adoptó la política que 
los préstamos para adquisición de vivienda nueva o usada, 
o algún otro tipo de préstamo social, se otorguen en dólares 
americanos, suprimiéndose la posibilidad de su realización 
en Unidades Reajustables, medida financiera en el cual se 
realizaban sus ahorros. 


A131 de diciembre de 2001 la morosidad de las Carteras 
de los deudores hipotecarios constituía tan solo un 3% del 
total, por lo que en términos bancarios podía calificarse 
como una Cartera saneada. 
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Durante el año 2002 y a efectos de la presente exposi- 
ción, resulta pertinente distinguir dos períodos. El que 
transcurre desde el 31 de diciembre de 2001 hasta la abrupta 
devaluación producida el 20 de junio de 2002; y un segundo 
período que abarca desde el 20 de junio hasta el 31 de 
diciembre de ese año. 


El primero de los períodos se caracteriza por un cambio 
de reglas de juego que implica un pasaje de un marco de 
estabilidad y devaluación controlada a la ampliación de la 
banda de flotación, lo que acelera el incremento en el tipo 
de cambio. Si a esto le sumamos el incremento de los 
impuestos a las retribuciones personales en los sueldos y 
la disminución del salario real en un marco recesivo y la 
agudización del desempleo, comienza a deteriorarse la po- 
sibilidad de cumplir en forma puntual con los compromisos 
asumidos. 


El segundo período se caracteriza por la abrupta deva- 
luación de la moneda nacional. Obviamente las dificultades 
que se habían empezado a sentir en la primera mitad del año 
se agravan notoriamente y llevan, en definitiva, a que una 
cartera integrada por buenos pagadores se transforme en 
otra que, a fines del año 2002, ronda en un 70% de morosi- 
dad. 


Las fórmulas contenidas en este Proyecto de Ley con- 
templan la situación detallada y asumen soluciones para los 
deudores que, de no haber sido por los sucesos de referen- 
cia hubieran continuado cumpliendo con sus obligaciones. 


Cabe destacar que los deudores en dólares del Banco 
Hipotecario se hacen cargo de parte de los resultados de la 
crisis. 


José Korzeniak, Manuel Núñez, Alberto 
Couriel, Enrique Rubio, Rodolfo Nin 
Novoa, Mónica Xavier, Marina Arismendi, 
Reinaldo Gargano, Senadores. 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1” - (Deudores comprendidos).- Las personas 
físicas que hayan concretado préstamos con el Banco Hipo- 
tecario del Uruguay en dólares americanos, de carácter 
social con garantía hipotecaria, para la adquisición de vi- 
vienda propia y permanente, refacción, así como los otor- 
gados para gastos de escrituración con anterioridad al 20 de 
junio de 2002, podrán transformar la deuda de acuerdo al 
procedimiento que se refiere en el artículo 2* de la presente 
ley. Quedan asimismo, comprendidos en el inciso anterior 
las personas físicas con préstamos concedidos, o trámite de 
novación, o integrantes de grupo de ahorro previo que 
hayan asumido compromisos de compraventa de inmuebles 
con fecha cierta anterior al 20 de junio de 2002. 
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Artículo 2” - (Procedimiento de transformación).- El 
procedimiento será el siguiente: 


a) El nuevo monto de la deuda será el resultante de 
adicionarle al capital adeudado las cuotas impagas a 
la fecha de la publicación de la presente ley. Dichas 
cuotas no podrán superar el límite de 18 y se consi- 
derarán libres de mora e impuestos. 


b) El monto obtenido de la operación realizada en el 
inciso anterior se convertirá a moneda nacional to- 
mando como referencia el tipo de cambio interbancario 
comprador del 31 de diciembre de 2001. 


c) Este capital resultante será incrementado en un 
27,62%. 


d) La suma ajustada según el procedimiento del literal 
anterior será convertida a Unidades Reajustables al 
valor de la misma a diciembre de 2002. 


e) La nueva cuota se obtendrá de dividir la suma obte- 
nida entre el número de cuotas a vencer. Si dicha 
cuota superase el 26% de los ingresos nominales 
deducidos los descuentos legales del núcleo fami- 
liar, el titular podrá acogerse a él, solicitando la 
extensión del plazo para extinguir la deuda, sin que 
genere una nueva serie complementaria 
(colgamentos). 


Artículo 3” - (De la cancelación).- Sin perjuicio de lo 
expresado anteriormente, el Banco Hipotecario del Uruguay 
deberá instrumentar como forma de cancelación parcial o 
total del monto de la deuda antes de las transformaciones 
reglamentadas en el articulado anterior, los siguientes pro- 
cedimientos: 


a) El pago con dólares americanos con una bonificación 
del 40% en el caso de la cancelación total y de un 30% 
en caso de ser parcial, no pudiendo ser esta cance- 
lación inferior al 5% del monto total adeudado. 


b) El pago con títulos de deuda pública cuyo vencimien- 
to no exceda la fecha del 31 de diciembre de 2010, 
tomándose los mismos a valor nominal a fin de apli- 
carlos sobre la deuda. 


c) El pago con certificados de depósitos reprogramados 
en la banca pública con bonificaciones iguales a las 
del inciso a) del presente artículo. 


d) El pago con certificados de depósitos existentes en 
la banca, los cuales no generarán bonificaciones 
pero congelarán el capital adeudado en el mismo 
monto que el depósito existente a la fecha de la 
suspensión de los bancos cualquiera ella sea. En ese 
momento se aplicarán las sumas resultantes a la 
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cancelación y si hubiere saldo deudor, el mismo se 
transformará según la reglamentación del artículo 2*. 


Artículo 4” - (Autorización expresa a revelar informa- 
ción).- Los deudores que se acojan a las disposiciones 
establecidas en la presente ley deberán autorizar expresa- 
mente y por escrito al Banco Hipotecario del Uruguay a 
recabar de otras empresas de intermediación financiera, las 
informaciones a que se hace mención en el artículo 25 del 
Decreto-Ley N* 15.322 de 17 de setiembre de 1982. El alcance 
de la autorización deberá comprender atodos los integran- 
tes del núcleo familiar. 


Las empresas de intermediación financiera quedarán 
expresamente relevadas de la obligación impuesta por el 
artículo citado en el primer inciso, debiendo facilitar la 
información que obre en su poder. Los montos de las cuen- 
tas existentes deberán ser aplicados en forma obligatoria a 
la cancelación de la deuda de acuerdo a lo instrumentado en 
el artículo 3%, no pudiendo quedar la suma de depósitos, por 
debajo del importe de 12 canastas familiares vigentes. 


Artículo 5” - (De los plazos).- Se fija un plazo de 45 días 
a partir de la publicación de la presente ley para que el Banco 
Hipotecario del Uruguay instrumente su aplicación. Duran- 
te este período quedan suspendidas todas las acciones 
tendientes al cobro de la deuda y ejecuciones de los bienes 
que las garantizan. Los deudores tendrán un plazo de 60 
días a partir de la reglamentación para acogerse a algunos 
de los beneficios establecidos en la presente ley. 


Artículo 6” - (De los costos).- En caso de derivarse 
modificaciones a los contratos otorgados, el arancel no 
podrá superar las 3 Unidades Reajustables. 


José Korzeniak, Manuel Núñez, Alberto 
Couriel, Enrique Rubio, Rodolfo Nin 
Novoa, Mónica Xavier, Marina Arismendi, 
Reinaldo Gargano, Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro proyecto 
presentado. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Ruben Correa Freitas presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el que se 
designa con el nombre de “Brigadier General Venancio 
Flores” una Plaza Pública de la ciudad de Paysandú.” 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 
CION. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
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“PROYECTO DELEY 


SEDESIGNA CON EL NOMBRE DE BRIGADIER GENE- 
RAL VENANCIO FLORES A UNA PLAZA PUBLICA DE 
LA CIUDADDEPAYSANDU 


Artículo 1”.- Desígnase con el nombre de "Brigadier 
General Venancio Flores" a la plaza pública de la ciudad de 
Paysandú, ubicada en la intersección de las calles Ituzaingó 
y José Pedro Varela. 


Artículo 2”.- Comuníquese, etc.; 


Ruben Correa Freitas. Senador. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Montevideo, 10 de noviembre de 2003. 


Sr. Presidente del Senado: 


Formulo la correspondiente iniciativa legislativa, con- 
forme al artículo 133 de la Constitución de la República, con 
la finalidad de designar con el nombre de "Brigadier General 
Venancio Flores", a la plaza pública de la ciudad de 
Paysandú, ubicada en la intersección de las calles Ituzaingó 
y José Pedro Varela. 


Venancio Flores nació en el pueblo de Porongos, hoy 
ciudad de Trinidad, el 18 de mayo de 1808 siendo hijo de 
Felipe Flores y de Mercedes Barrios, a quienes acompañó 
en la peregrinación del Exodo y con ellos volvió al pago. 


En el año 1825, se unió a la Cruzada Libertadora partici- 
pando como simple Soldado en las Batallas de Rincón y de 
Sarandí. Juro la Constitución de 1830, con el grado de 
Capitán, en San Pedro del Durazno el 20 de julio de 1830. 
Participó en la Batalla de Palmar el 15 de julio de 1838. En 
1839 el Presidente de la República Fructuoso Rivera lo 
designó Jefe Político de San José. En el arroyo de La Virgen 
venció a la fuerza invasora perteneciente al ejército argen- 
tino del General Pascual Echague. El 29 de diciembre de 1839 
comandó en calidad de Coronel, uno de los regimientos en 
la Batalla de Cagancha. Posteriormente derrotó al General 
Núñez en Horqueta del Rosario y al Comandante Velázquez 
en el Real de San Carlos. 


Firmada la Paz del 8 de Octubre de 1851, el Presidente 
Giró lo designó Jefe Político de Montevideo y posterior- 
mente en 1852 fue Ministro de Guerra y Marina. 


Participó en el Triunvirato de 1853 conjuntamente con 
Fructuoso Rivera y Juan Antonio Lavalleja. El 12 de marzo 
de 1854 fue elegido Presidente de la República por la Asam- 
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blea General. Con fecha 15 de julio de 1854 se le otorgó el 
grado de Brigadier General. Renunció a su cargo de Presi- 
dente de la República el 10 de setiembre de 1855. 


Venancio Flores realizó contactos políticos con el Briga- 
dier General Manuel Oribe, fundador del Partido Nacional, 
con quien firmó el Pacto de la Unión, el 11 de noviembre de 
1855, enel cual se estableció entre otras cosas el olvido del 
pasado, la fidelidad a la Constitución, la integridad de la 
República y el acatamiento al Gobierno que los representan- 
tes del pueblo designaran. En el artículo 1* del Pacto de la 
Unión se establece lo siguiente: “trabajar en la extinción de 
los odios que hayan dejado nuestras pasadas disensiones, 
sepultando en perpetuo olvido los actos ejercidos bajo su 
funesta influencia”. 


Participó en las Batallas de Cepeda y Pavón en la Repú- 
blica Argentina a las órdenes del ejército de Bartolomé 
Mitre. 


Encabezó la Cruzada Libertadora, en compañía del Coro- 
nel Francisco Caravallo desembarcando en nuestro país el 
19 de abril de 1863. Luego de diversas batallas y de los sitios 
a Florida y Paysandú, Venancio Flores asumió como Gober- 
nador Provisorio el 20 de enero de 1865, que según enseña 
Fernández Saldaña: “asumió la dictadura con una modera- 
ción y tolerancia muy grandes”. 


Bonifacio Martínez, conservador y enemigo político de 
Venancio Flores, escribió después de la muerte del caudillo 
colorado: “cualquiera que sea el juicio de la historia sobre 
el infortunado General Flores, ha de tener presente un hecho 
elocuente: abrió las puertas del país a todos los vencidos; 
todos los que tomaron parte en la horrorosa carnicería de 
Quinteros se han paseado impunemente por Montevideo”. 


Con posterioridad asumió la comandancia del ejército 
uruguayo en la guerra con el Paraguay, habiendo regresado 
al país el 19 de diciembre de 1866 para reasumir sus funcio- 
nes de Gobernador Provisorio hasta 15 de febrero de 1868. 


Fue asesinado de ocho puñaladas en la calle Rincón, de 
la ciudad de Montevideo, mientras se dirigía al Cabildo 
enterado de que había estallado una revolución, el miérco- 
les 19 de febrero de 1868, día funesto para la República, 
circunstancia en la cual también fue asesinado el ex - Pre- 
sidente Constitucional Don Bernardo Prudencio Berro. 


Afirma Manuel Flores Mora en el editorial del diario “El 
Día” de fecha 20 de febrero de 1978: “Su hijo Segundo 
alcanzó verlo con vida, pero sin habla. El cura Souberbielle 
que pasaba se inclinó sobre el cuerpo, la cara, la barba 
moribundos, le preguntó si perdonaba a quienes lo acaba- 
ban de asesinar. Contestó con un gesto que sí. Lo único 
nuevo era la muerte. El perdón era viejo. Tradición de 
clemencia. Vieja tradición artiguista, tradición de Rivera, 
tradición de Batlle y Ordóñez”. 
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Tal como lo dice el prestigioso historiador, Profesor 
Juan Pivel Devoto: “Venancio Flores encarnaba en ese 
momento la tradición caudillista del país, que era la tradi- 
ción de la Patria”. “Desaparecidos Rivera y Lavalleja y 
restaurada, en gran parte por obra del Partido Conservador, 
la influencia de los caudillos que resurgió con la caída de 
Giró y la disolución de las Cámaras principistas de 18532, 
Flores era quien personificaba el sentimiento de las multi- 
tudes cuyos sencillos anhelos traducía. Dotado de inteli- 
gencia natural, poseía además un fino sentido político ya 
evidenciado durante la Guerra Grande, en que ofreciera 
también altas pruebas de su amplitud de miras y amor al 
terruño. Hombre de nuestra tierra e hijo de sus costumbres 
austeras, profesaba ideas muy simples de Gobierno, ade- 
cuadas a la capacidad del país; Flores no desdeñaba sin 
embargo el consejo de los doctores, entre los que era capaz 
de alternar, pero sí detestaba a los doctrinarios y 
teorizadores. Hasta aquel momento sus simpatías políticas 
habían estado por los hombres prácticos: Barreiro, Pereira, 
Zayago, Zubillaga. Sin ambiciones, era capaz de renunciar 
a cualquier situación de importancia cuando así lo reclama- 
ban las soluciones convenientes a los intereses generales, 
en cuyo homenaje había ya, más de una vez, soportado las 
miserias de la migración. Ya en esta época sus paisanos de 
uno y otro bando le llamaban tan sólo Don Venancio, 
expresión que cobraba el sentido de un homenaje y un grado 
de respetabilidad alcanzada, en la opinión del país”. 


Expresó Luis Hierro Gambardella en el prólogo a “Años 
de Forja” de Alfredo Lepro, Montevideo, 1962 que: “Venan- 
cio Flores es un caudillo, en la acepción más completa, más 
castiza, más de fondo de nuestra nomenclatura sociológica. 
Lo es porque representa naturalmente al pueblo, al gauchaje 
creador, y en esto mismo tiene más vigencia democrática 
que los líderes urbanos que hablan en nombre de una 
democracia que no expresan”. 


Por último, la más exacta valoración de la personalidad 
del caudillo Flores es la formulada por Carlos Real de Azúa, 
diciendo que: “la bondad de Flores es difícil negarla. Primi- 
tivo, impetuoso, violento, capaz de todos los desafueros, 
siempre es posible ver en él un último fondo, racional, de 
nobleza, de salud de alma, de equidad. Es capaz de avergon- 
zarse y desdecirse y de poner tras cada abuso un claro gesto 
de magnanimidad”. 


Tal como se manifestara por parte del Senador Dr. Gon- 
zalo Aguirre Ramírez en la Exposición de Motivos sobre el 
Proyecto de Ley por la cual se dispuso el Monumento a la 
Cruz, en conmemoración de la primera visita del Papa Juan 
Pablo Il al Uruguay, “la tolerancia es una de las más dignas 
tradiciones nacionales”, agregando que: “si quienes no son 
Blancos no se agravian de que existan Monumentos a Oribe, 
Saravia y Herrera, si quienes no somos Colorados no nos 
agraviamos por la existencia de Monumentos a Rivera y a 
Batlle, ¿por qué han de molestarse quienes no son Católi- 
cos, porque permanezca un Monumento recordatorio de la 
visita del Papa, que fue saludada con alborozo por casi todo 
el país? 


70-C.S. 


Agrega el Dr. Aguirre Ramírez los siguientes conceptos 
jurídicos, que nos parecen enteramente aplicables al Pro- 
yecto de Ley que promovemos: “La Asamblea General tiene 
competencia constitucional para “decretar honores públi- 
cos” (artículo 835 inciso 13), y la ha ejercido en distintas 
oportunidades a lo largo de nuestra historia, al disponer por 
ley que se erigieran diversos monumentos. No cabe duda, 
por consiguiente, de que este proyecto es arreglado a 
Derecho, conclusión que no se modifica por el hecho de que 
el artículo 37 inciso 3” de la Ley N* 9.515 prohíba a los 
Intendentes: “Levantar monumentos o estatuas o autorizar 
su erección en sitios de uso público, salvo que así lo 
resolviesen los dos tercios de la Junta Departamental”. 


“Y ello es así por tres verdades jurídicas elementales, 
Primera, que la Constitución prevalece siempre sobre la ley. 
Segunda, que lo que dispone una ley puede en todo caso ser 
modificado por otra ley. Tercera, que la ley especial deroga 
ala general”. 


“Esta posición, en cuanto al punto concreto de la com- 
petencia legislativa para decretar honores públicos cuenta 
con el aval de las opiniones de Juan Andrés Ramírez y 
Justino Jiménez de Aréchaga, (“La Constitución Nacional”, 
Tomo II, p.p. 69 a 72), y el respaldo de la jurisprudencia 
(sentencia N* 41/976, de 18-I11-76, de la Suprema Corte de 
Justicia, por la que se rechazó una acción de 
inconstitucionalidad interpuesta contra el Decreto-Ley 
N* 14.156)”. 


En conclusión, considero que por razones políticas, 
históricas y jurídicas se justifica plenamente este homenaje 
a un héroe del Partido Colorado, que con sus luces y 
sombras, como todos los caudillos y héroes de nuestro 
país, han dejado una impronta de su actuación pública que 
más allá de consideraciones personales que se puedan 
realizar, no dudamos que el pueblo uruguayo debe recono- 
cer y recordar permanentemente como part de sureafirmación 
nacional. 


Saludo muy atentamente. 


Ruben Correa Freitas. Senador.” 


5) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“De conformidad con lo dispuesto por el artículo 118 de 
la Constitución de la República el señor Senador Eleuterio 
Fernández Huidobro solicita se curse un pedido de informes 
al Ministerio de Educación y Cultura y por su intermedio al 
Servicio de Televisión Nacional TVEO Canal 5 con relación 
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a la nota dirigida al señor Ministro de Educación y Cultura 
de fecha 1” de octubre de 2003.” 
- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 5 de noviembre de 2003. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Prof. Don Luis Hierro López. 


De mi mayor consideración: 


Amparado en las facultades que me confiere el Art. 118 
de la Constitución, vengo a solicitarle curse el siguiente 
pedido de informes al Ministerio de Educación y Cultura y 
por su intermedio al Servicio de Televisión Nacional TVEO 
Canal 5. 


CONSIDERANDO: La nota de fecha 1/10/2003 dirigida al 
Sr. Ministro de Educación y Cultura por el Consejo Direc- 
tivo del SODRE que adjuntamos: 


CONSIDERANDO: Las expresiones vertidas en Sala por 
quien suscribe y que transcribimos a continuación: 


7) Irregularidades en el traspaso de fondos de varios 
organismos públicos 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora pre- 
via. 


Tiene la palabra el señor Senador Fernández Huidobro. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: el 
5 de junio del año pasado presenté un pedido de informes, 
en el cual solicitaba datos acerca de las deudas que los 
organismos públicos mantenían con el SODRE. De acuerdo 
ala normativa legal vigente, todos los organismos públicos 
-excepto PLUNA y el Ministerio de Turismo- deben destinar 
a dicho organismo el veinte por ciento de los gastos de 
publicidad. Debo reconocer que dicho pedido de informes 
no sólo fue contestado con premura, sino que me consta 
que ciertos atrasos que tenían en aquel entnces dependen- 
cias públicas con el SODRE fueron corregidos. 


Hecho este reconocimiento de las peripecias que tuvo 
este pedido de informes -que fue contestado, repito, deta- 
lladamente y en el que se indica que se corrigieron ciertos 
atrasos que algunas dependencias públicas mantenían con 
el SODRE-, debo indicar que a raíz de ello nos enteramos de 
que cuando los funcionarios del SODRE encargados de las 
cobranzas concurrieron, por ejemplo, al Banco de Seguros 
del Estado, encontraron que éste le había pagado una 
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gruesa suma -tal como se ordenaba en la Legislatura vigen- 
te-, no al SODRE, sino directamente a Tveo. Esto significa 
que mediante una irregularidad flagrante, una de sus depen- 
dencias se había apropiado de dinero que estaba destinado 
a aquél. Como todos sabemos, el SODRE está compuesto 
por varias dependencias. 


Lo peor de todo esto es que más adelante, cuando estos 
funcionarios fueron a cobrar a ANTEL, se encontraron con 
que esta Administración le había pagado, pero el SODRE no 
había cobrado. ANTEL había recibido una nota de la Con- 
taduría General de la Nación y dando cumplimiento a la 
misma y a lo que en ella se le ordenaba, estaba vertiendo 
esos fondos, ese 20% destinados al SODRE, a la Tesorería 
General de la Nación. Dicho de otro modo, los funcionarios 
del SODRE se encontraron con dos hechos parecidos, pero 
algo distintos: por un lado, el Banco de Seguros del Estado 
pagando, no al SODRE, sino a una de sus dependencias que 
por sí fue a hacer esa gestión a dicho Banco y, por otro, el 
superior Gobierno ordenando a ANTEL que, en lugar de 
pagar al SODRE, lo hiciera a la Tesorería General de la 
Nación. 


Evidentemente, sabemos de los avatares que vivió la 
economía uruguaya el año pasado, por lo que da para pensar 
que estaba de estilo una especie de manotazo, cobrando el 
primero que llegara este 20% de la publicidad que las 
dependencias estatales tienen que aportar al SODRE. 


Culmino esta intervención, señor Presidente, aludiendo 
a un nuevo hecho: los funcionarios que han estado cons- 
tatando estas irregularidades y dando cuenta de ellas a sus 
jerarcas -es decir, las jerarquías correspondientes dentro 
del SODRE- han sido sumariados con retención de medio 
sueldo. No quiero adelantar opinión en torno a esos suma- 
rios, pero ya sea por este u otros motivos, lo cierto es que 
llama poderosamente la atención a este Senador el hecho de 
que justamente los funcionarios a quienes se ordenó hacer 
estas cobranzas y que al hacerlas se encontraron con estas 
extravagancias desde el punto de vista contable, estén en 
este momento sumariados, luego de haber hecho las denun- 
cias correspondientes donde debían hacerlas. 


Por todo esto, solicito que la versión taquigráfica de 
estas palabras sea enviada a los Ministerios de Economía 
y Finanzas, Educación y Cultura, y Defensa Nacional, así 
como también al Canal 5, Tveo, SODRE, al SODRE; al Banco 
de Seguros del Estado; a ANTEL; a la Contaduría General 
de la Nación; a la Tesorería General de la Nación; y al 
Tribunal de Cuentas de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Fernández Huidobro. 


(Se vota) 


-15en 17. Afirmativa. 
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Solicitamos al Servicio de Televisión Nacional, Unidad 
Ejecutora 024 del Inciso 11, Ministerio de Educación y 
Cultura, se sirva informar si en dicha dependencia existen 
funcionarios sumariados por los motivos de referencia. 


Sin otro particular, saludo a Ud. atentamente. 


Eleuterio Fernández Huidobro. Senador. 


MINISTERIO DEEDUCACION Y CULTURA 


Montevideo, 1” de octubre de 2003. 


Sr. Ministro de Educación y Cultura 
Sr. Ministro de Educación y Cultura 
Dr. Leonardo Guzmán 

Presente. 

Of. C-172/03 


De nuestra mayor consideración: 


El Consejo Directivo del Servicio Oficial de Difusión 
Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE) se dirige a Usted, 
enrelación a las expresiones vertidas por el Senador Eleuterio 
Fernández Huidobro, sobre irregularidades en el cobro de 
publicidad y sumario a funcionarios que informaron sobre 
las mismas. 


Al respecto, le comunicamos que en el SODRE no hay 
funcionarios sumariados por los motivos de referencia des- 
conociendo si los hay en Canal 5 Servicio de Televisión 
Nacional, Unidad Ejecutora 024 del Inciso 11, Ministerio de 
Educación y Cultura. 


Sin otro particular, saludan a Usted muy atentamente. 


Dr. Gustavo Cersosimo, Consejero; Arq. 
Roberto Falco, Presidente.” 


6) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Nin Novoa solicita licencia por el 
día de la fecha.” 


- Léase. 


(Se lee:) 
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“Montevideo, 11 de noviembre de 2003. 


Don Luis Hierro López. 
Presidente del Senado. 
Presente. 


De mi consideración: 


Por la presente solicito licencia por el día de hoy, por 
motivos particulares. 


En consecuencia solicito se cite a mi suplente. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente, 


Rodolfo Nin Novoa, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Senador Lescano, quien ya 
ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontrare 
en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Lescano) 


7) SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, DOC- 
TOR JORGE BATLLE IBAÑEZ. SOLICITUD DE 
AUTORIZACION PARA AUSENTARSE DEL TERRI- 
TORIO NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una nota llegada a la 
Mesa. 


(Selee:) 
“Montevideo, 4 de noviembre de 2003. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


Tengo el honor de dirigirme al señor Presidente a los 
efectos de solicitar la autorización prescrita por el artículo 
170 de la Constitución de la República, en virtud de que me 
ausentaré del territorio nacional por más de cuarenta y ocho 
horas a partir del 30 de noviembre de 2003, con motivo de la 
visita oficial que realizaré a la República de Colombia. 


CAMARA DE SENADORES 


11 de noviembre de 2003 


Saludo al señor Presidente con mi más alta considera- 
ción. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ 
Presidente de la República.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
autorización solicitada. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa desea informar que en el día de hoy nos acom- 
pañan desde la Barra alumnos de tercer año del Liceo 
Atahualpa, a quienes damos la bienvenida. 


S) SESQUICENTENARIO DE LA CIUDAD DE SAN 
GREGORIO DE POLANCO 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: existe un 
proyecto de ley que fue aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes, a través del cual se declara feriado el próximo 17 
de noviembre para la ciudad de San Gregorio de Polanco, 
departamento de Tacuarembó. 


Teniendo en cuenta la proximidad de esa fecha, solicito 
que se declare la urgencia de este tema y se trate de 
inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción pre- 
sentada por el señor Senador Larrañaga en el sentido de 
declarar urgente y considerar de inmediato el proyecto de 
ley relativo a la fundación de la ciudad San Gregorio de 
Polanco. 


(Se vota:) 
-17en 18. Afirmativa. 


En consideración el asunto cuya urgencia fue vota- 
da: “Proyecto de ley por el que se declara feriado para la 
ciudad de San Gregorio de Polanco el día 17 de noviembre 
de 2003.” 


(Antecedentes:) 
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“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1”.- Declárase feriado para la ciudad de San 
Gregorio de Polanco, departamento de Tacuarembó, el día 
17 de noviembre de 2003, con motivo de conmemorarse los 
ciento cincuenta años de su fundación. 


Artículo 2”.- Otórgase goce de licencia paga durante la 
fecha indicada en el artículo 1” de esta ley, alos trabajadores 
de las actividades pública y privada nacidos o radicados en 
San Gregorio de Polanco. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 5 de noviembre de 2003. 


Jorge Chápper 
Presidente 


Horacio D. Catalurda 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 

- En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Se lee:) 


“Artículo 1*.- Declárase feriado para la ciudad de San 
Gregorio de Polanco, departamento de Tacuarembó, el día 
17 de noviembre de 2003, con motivo de conmemorarse los 
ciento cincuenta años de su fundación.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 

-17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 


“Artículo 2”.- Otórgase goce de licencia paga durante la 
fecha indicada en el artículo 1” de esta ley, alos trabajadores 
de las actividades pública y privada nacidos o radicados en 
San Gregorio de Polanco.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pidola palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero aclarar que voy a votar el 
artículo en su redacción actual a los efectos de que no tenga 
que volver a la Cámara de Representantes por una cuestión 
gramatical, pero a mi criterio debería decir “licencia pagada” 
y no “licencia paga”. Este es un error que se comete frecuen- 
temente en las leyes uruguayas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Korzeniak tie- 
ne razón. Si modificamos la redacción del artículo, el pro- 
yecto deberá volver a la Cámara de Representantes, por lo 
que deberíamos votarlo tal como está. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
2* del proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-15en 18. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado) 


9) FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA FINANCIERO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al Orden del 
Día con la consideración del punto que figura en primer 
término: “Proyecto de ley por el que se interpreta el artículo 
31 dela Ley N* 17.613, de 27 de diciembre de 2002, referido 
alos ahorristas de los Bancos Montevideo y La Caja Obrera. 
(Carp. N* 1081/03 - Rep. 681/03).” 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1081/03 
Rep. N* 681/03 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de Hacienda 


PROYECTO DELEY SUSTITUTIVO 


Artículo 1”.- Interprétase que la facultad conferida al 
Banco Central del Uruguay por el artículo 31 de la Ley 
N* 17.613, de 27 de diciembre de 2002, comprende alos clien- 
tes del Banco Montevideo y de Banco La Caja Obrera titula- 
res de cajas de ahorro o depósitos vista o cuentas corrien- 
tes o depósitos a plazo fijo, cuyos ahorros fueron aplicados 
ala adquisición de participaciones en certificados de depó- 
sito de instituciones financieras con sede en el exterior. 


Artículo 2*.- Declárase que no están comprendidos en 
lo dispuesto en el artículo anterior quienes: 


1. Sin ser clientes de los Bancos Montevideo y La Caja 
Obrera eran titulares de depósitos en entidades fi- 
nancieras con sede en el exterior. 


2. Instruyeron al Banco de Montevideo o al Banco La 
Caja Obrera para la realización de sus operaciones a 
través de otras instituciones financieras. 


3. Hubiesen adherido a acuerdos de pagos con entida- 
des financieras con sede en el exterior emisoras de 
certificados de depósitos. 


Artículo 3”.- Interprétese que la autorización dada al 
Poder Ejecutivo por el artículo 27 de la Ley N* 17.613, de 27 
de diciembre de 2002, comprende la facultad de establecer 
la renuncia recíproca de acciones judiciales y arbitrales con 
aquellos depositantes que resulten beneficiarios por lo 
dispuesto en la norma citada. 


Sala de la Comisión, a 24 de julio de 2003. 


Julio Herrera, Miembro Informante; 
Danilo Astori, Alberto Brause, Luis A. 
Heber, Jorge Larrañaga, Rafael 
Michelini, Manuel Núñez, Wilson Sa- 
nabria, Senadores. 


PROYECTO DE LEY INTERPRETATIVA 


Artículo 1*.- Interprétase el Art. 31 de la Ley N* 17.613 
de 27 de Diciembre de 2002, de la siguiente manera: 
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Declárase a los ahorristas del Banco de Montevideo y La 
Caja Obrera, con depósitos transferidos a otras Institucio- 
nes, con los mismos derechos que correspondan a los 
demás ahorristas de los mencionados bancos. 


Artículo 2”.- El artículo anterior no es de aplicación para 
los ahorristas que contrataron depósitos con entidades 
financieras radicadas en el exterior o hayan realizado reite- 
radas instrucciones específicas para que sus depósitos 
fueran transferidos a esas entidades. 


Julio Herrera, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En consideración. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Herrera. 


SEÑOR HERRERA.- Me tocó la tarea de informar en 
nombre de la Comisión de Hacienda con respecto a un 
proyecto de ley interpretativo del artículo 31 de la Ley 
N* 17.613, que se votara el 27 de diciembre de 2002, cono- 
cida como la Ley de Bancos debido a la materia que aborda. 
La Comisión ha trabajado mucho en este tema; todos sus 
integrantes hemos participado del espíritu de búsqueda de 
justicia, coincidiendo o no con cada uno de los textos que 
se fueron elaborando a partir del proyecto inicial. 


Los antecedentes -en este caso la referencia es inevita- 
ble- tienen su origen en la grave crisis bancaria que sufrió 
nuestro país el año pasado y que hizo eclosión en alguna de 
las instituciones que componen el sistema a mediados de 
ese año. Fue una crisis bancaria porque significó el cierre 
de instituciones; fue una crisis bancaria porque significó 
corridas para retiro de depósitos; fue una crisis bancaria 
porque el Uruguay se quedó sin crédito, pero fue una crisis 
bancaria que tuvo como origen y como consecuencia una 
profunda crisis de confianza. La falta de credibilidad y de 
confianza en las instituciones bancarias por parte de los 
usuarios hizo que el país viviera circunstancias dramáticas, 
que felizmente han sido, en gran parte, superadas. 


En el mes de diciembre el Poder Ejecutivo remitió un 
proyecto de ley con el objetivo de ordenar mediante un 
instrumento legal lo que había quedado de ese sistema 
bancario y lo que se podía reconstruir, amparando funda- 
mentalmente a los ahorristas, a los depositantes, a los 
clientes, alos trabajadores de los Bancos, al propio sistema 
bancario, y brindando la posibilidad de que el Uruguay 
volviera a obtener crédito en el plano internacional, de que 
los uruguayos confiaran nuevamente en el sistema banca- 
rio y de que este último continuara otorgando créditos en 
el mercado interno. Todo esto, dicho así, parece muy frío, 
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pero todos sabemos la hondura del problema, el dramatismo 
de los hechos y también sabemos en qué forma hemos 
transitado para tratar de superar esa circunstancia. Me 
refiero a la creación del Nuevo Banco Comercial y a la 
constitución de fondos de activos para su liquidación en 
los bancos que habían cerrado. A ello se sumaron dos 
preocupaciones puestas de manifiesto en los artículos 27 y 
31 de la ley. El artículo 27 autoriza al Poder Ejecutivo a 
renunciar a todos o a parte de los recursos en efectivo o en 
valores que correspondan al Estado en su calidad de acree- 
dor de las entidades bancarias cerradas para posibilitar 
soluciones más favorables en beneficio de los depositan- 
tes. Desde un principio ha habido preocupación en todo el 
sistema político por la situación de los depositantes. A ello 
se agregó el artículo 31, que faculta al Banco Central del 
Uruguay a otorgar a los ahorristas de los Bancos Montevi- 
deo y La Caja Obrera, cuyos depósitos hayan sido transfe- 
ridos a otras instituciones sin mediar su consentimiento, 
los mismos derechos que corresponden a los demás 
ahorristas de dichos bancos. A esos efectos y por acto 
fundado, el Banco Central conformará una Comisión que se 
expedirá en un plazo máximo prorrogable de 60 días. Está 
claro que además de las preocupaciones generales por el 
sistema financiero, por la marcha de la economía del país y 
por la situación social en general, también hubo un ánimo 
de querer hacer justicia dentro de los límites que la ley 
establece alos Legisladores. La norma legislativa tiene, por 
definición, carácter general, por lo que no podíamos entrar 
en la casuística, y es por ello que establecimos categorías. 
Para aquellos ahorristas que fueran a tratar de recuperar sus 
fondos y no lo alcanzaran, se aplicaba el artículo 27, median- 
te el cual el Estado, renunciando a sus créditos, les permite 
reforzar lo que pudieran conseguir en los fondos de liqui- 
dación. 


Por otro lado, por el artículo 31 se buscaba que aquellos 
que habían sido inducidos a engaño, a error, por parte de las 
instituciones mencionadas pudieran también recuperar, en 
un todo o en parte, sus depósitos. 


Inmediatamente a la aprobación de esta ley el Banco 
Central constituyó una Comisión de Juristas -tres excelen- 
tes juristas y excelentes personas- que trabajó con los 
criterios que el artículo 31 le marcaba. Transcurrido el 
tiempo e interesados por los propios ahorristas, solicitamos 
la comparecencia en la Comisión -y concurrieron- de auto- 
ridades y expertos técnicos del Banco Central, del Ministe- 
rio de Economía y Finanzas e integrantes de la Comisión a 
que aludí. Pudimos apreciar, entonces, que con los elemen- 
tos dados por el artículo 31 la Comisión de Juristas iba 
inevitablemente a decidir que todos o casi todos los recla- 
mantes iban a ver rechazadas sus peticiones. Eso surge de 
lo que vamos a decir en un par de minutos en cuanto a por 
qué la Comisión de Juristas no tenía otra opción -tampoco 
la tiene en la actualidad- que la de rechazar prácticamente 
la totalidad o la casi totalidad de las peticiones habida 
cuenta de los elementos que le suministra el artículo 31 para 
interpretar si era con o sin su consentimiento que habían 
sido desviados los fondos de esos ahorristas hacia el 
exterior. 
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A los instrumentos que le otorga el artículo 31, que a 
juicio de muchos de nosotros han resultado insuficientes, 
se suma la operativa que llevaba adelante el propio Banco 
Montevideo. 


Este era un banco con una imagen muy positiva en la 
sociedad uruguaya. Inclusive, había sido calificado por una 
empresa especializada en calificación de instituciones fi- 
nancieras como AAA muy poco antes de su caída y durante 
los sucesos que estamos analizando. Que manejara bien su 
imagen, justifica que a los ojos de los uruguayos fuera una 
institución fuerte; pero resulta bastante más difícil justifi- 
car que una calificadora especializada le otorgara la califi- 
cación de AAA a un banco que dos meses después cerró 
sus puertas. Sí hay que tener presente con qué alto nivel de 
calidad y de sofisticación se manejaba su imagen puesto 
que pudo engañar, no sólo a sus ahorristas, sino también a 
una empresa internacional calificadora de este tipo de 
instituciones. 


Queremos dividir la operativa del Banco Montevideo en 
función de dos aspectos. Por un lado, lo que nosotros 
llamamos el discurso, el “speech”, la forma en que las 
autoridades del banco inducían a sus clientes a aceptar 
otros productos: no el mero, tradicional y conocido depó- 
sito en cuenta corriente o a plazo fijo, sino el estímulo 
permanente a que se aceptaran otros productos de los que 
sólo se mencionaban ventajas pero ningún inconveniente. 


Por otro lado, tenemos el aspecto documental que tam- 
bién supone la inducción a error de los ahorristas. Toda la 
documentación llevaba el logo del Banco Montevideo; toda 
la documentación llevaba un mismo número de cuenta y 
número de cliente igual para todas las operaciones que 
realizaran. No había una distinción entre operaciones de un 
tipo y otro por producto; no había un número de cuenta y 
otro de cliente distintos para los depósitos a plazo fijo y 
para las cuentas corrientes. Quiere decir que a los ojos de 
los clientes de este banco toda la operativa tenía una 
apariencia de unidad, de unicidad. Toda la documentación 
está firmada por los funcionarios del Banco Montevideo, 
todas las liquidaciones sobre saldos e intereses eran emi- 
tidas por el Banco Montevideo, los clientes depositaban su 
dinero en efectivo en las cajas del Banco Montevideo y el 
producto “vedette”, al decir de un técnico del Banco Cen- 
tral, eran los certificados de depósito del Banco Montevi- 
deo en el TCB. La explicación que se daba era: este producto 
ofrece un interés algo mayor, tiene una serie de 
confiabilidades. Lo que se hacía era invitar al cliente a 
participar en una operación del propio banco. No era una 
operación del cliente, sino que era una operación del banco 
de la que se daba participación al cliente, fraccionando los 
certificados de depósito. Esto es importante porque en toda 
la documentación del banco se decía que se hacía de acuer- 
do con las instrucciones del cliente; pero los clientes no 
daban instrucción de que su dinero fuera transferido al 
exterior, sino que el banco los hacía participar en un depó- 
sito que decía que estaba haciendo como una parte de su 
actividad, y fraccionaba esa participación en tantos clien- 
tes como pudiera conseguir. 
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Por ello es que una primera conclusión a que llegamos es 
que en este caso había una inducción a error y la inducción 
aerror vicia el consentimiento, y el vicio del consentimiento 
es causa de nulidad de los contratos. El consentimiento es 
un requisito esencial de los contratos. El consentimiento 
aparentemente dado por autorizaciones genéricas ni siquie- 
ra en todos los casos, pero sí en aquellos en que fue dado, 
con fechas que muchas veces eran puestas por los propios 
funcionarios del Banco y no porel cliente, que no coinciden 
con la fecha de la firma, de todas formas sería nulo por ese 
vicio de consentimiento. Quien debió prestar su consenti- 
miento libre, con conciencia y voluntad, lo hizo con una 
información que lo inducía a una confusión, ocultándosele 
la verdadera información. 


Por otra parte, señor Presidente, debemos ser sinceros. 
Yo me pregunto cuántos de nosotros, al abrir una cuenta en 
un Banco, al iniciar una relación de cliente con una institu- 
ción de esta naturaleza, leemos con detalle la documenta- 
ción que se nos da en ese momento. Debo confesar que al 
menos yo nunca la leí. 


Toda esta operativa que estoy sintetizando, la informa- 
ción y las documentaciones son vastísimas, y he elegido 
solamente algunos de los puntos y documentos en respaldo 
de las conclusiones a que llegó la Comisión. Nos llevaría, 
quizás, meses analizar toda la documentación y poder rea- 
lizar ese estudio a posteriori en el Senado a los efectos de 
llegar a desentrañar íntimamente y en detalle cada uno de 
los documentos que obran en poder de la Comisión de 
Hacienda, de cada uno de sus miembros y de muchos 
Legisladores que no la integran. 


La operativa del Banco Montevideo indujo a error a los 
controles del Banco Central y no ya a los uruguayos inex- 
pertos y confiados, sino alos expertos, alos controladores. 
Recién el 10 de abril de 2002 la Superintendencia de Bancos 
se entera de la venta de estos otros productos que carecían 
de autorización del Banco Central y recién el 10 de abril de 
2002 se considera esta operativa que se venía desarrollando 
desde hacía varios años. 


Quisiéramos hacer algunos breves comentarios respec- 
to a algunos documentos que hemos seleccionado para 
poner en evidencia lo que ha sido, claramente, una opera- 
ción sistemática para inducir al engaño a sus clientes, a los 
sistemas de control, a las empresas calificadoras especiali- 
zadas y a todo el que se pusiera por delante. 


¿Qué valor tienen los consentimientos dados por los 
clientes? Esto es algo que nos preguntábamos en la Comi- 
sión de Hacienda cuando conversábamos con la Comisión 
de Juristas. ¿Qué alcance tienen los consentimientos dados 
por estas autorizaciones genéricas? Ya está dicho lo que era 
el discurso y la documentación que, alos ojos de cualquier 
ciudadano, parecía ser simplemente una operación más del 
Banco Montevideo. 


En la tarde de hoy me he propuesto, señor Presidente, 
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omitir nombres y apellidos; nunca me anima el espíritu de 
Torquemada ni de Catilina. La Justicia tiene en sus manos 
los casos de cada una de las personas y la opinión pública 
también tiene su punto de vista y su juicio. 


También tenemos aquí la copia de un “mail” que fuera 
enviado a la Comisión de Hacienda, remitido por altas 
autoridades del Banco a sus cuadros intermedios que esta- 
blece que “con el vencimiento de TCB operado ayer se puso 
en funcionamiento la operativa que fuera discutida en el 
mes de octubre” -este “mail” es del 15 de marzo de 2002 y se 
refiere al mes de octubre de 2001- “y que por motivos de 
coyuntura de mercados en ese momento debió ser poster- 
gado”. Este “mail” continúa, y volveremos a su contenido, 
pero quiero ir al final donde se dice: “En virtud de que pueda 
existir algún impedimento que no hayamos considerado es 
que aguardo vuestros comentarios ya que la operativa 
comenzó con los vencimientos del día de ayer, 14 de marzo.” 
Es decir que con fecha 14 de marzo se inició una operativa 
que, incluso, se puso en conocimiento de los cuadros 
intermedios del Banco el día 15, pero a los que no se les 
informó fue a sus clientes. 


En el mismo “mail”, en otra de sus partes, se establece: 
“Para las operaciones primarias, Banco Montevideo debitará 
de la cuenta del cliente y como contrapartida TCB realizará 
la operación a nombre de cada cliente. Banco Montevideo, 
en esas oportunidades emitirá, por esta transacción, un 
recibo al cliente donde constará “Hemos realizado de acuer- 
do a sus instrucciones la siguiente operación: plazo fijo 
TCB, indicando capital invertido, tasa, plazo, vencimiento 
y monto al vencimiento”.” Reitero la frase “Hemos realizado 
de acuerdo a sus instrucciones la siguiente operación”. ¿De 
qué instrucciones estamos hablando cuando ni siquiera 
estaban en conocimiento de esto los cuadros intermedios 
del Banco y tampoco los clientes? Entonces me pregunto 
cuándo se les hizo firmar esto alos clientes: aparentemente, 
en una fecha posterior al 15 de marzo. Lo que sí es seguro 
es que no fueron consultados y esto tiene una razón. Aquí 
se menciona una coyuntura de mercado que nosotros no 
sabemos cuál es, pero sí sabemos que hubo una resolución 
del Banco Central exigiéndole al Banco Montevideo que 
redujera o eliminara directamente su exposición ante el TCB. 
Es entonces que el propio Banco Montevideo contesta que 
le resulta muy difícil hacerlo porque, para sus clientes, TCB 
y Banco Montevideo son lo mismo pero que, de todas 
formas, iniciará el proceso. Precisamente eso es lo que 
inician el día 15 de marzo. En ese momento, los certificados 
de depósito que estaban a nombre del Banco Montevideo 
y que se fraccionaban en las cuentas de los clientes pasan 
aser, en vez de fraccionamientos de un único certificado de 
depósito, un certificado de depósito a nombre del cliente. 
Sin embargo, esto se hace por decisión del Banco, ainstan- 
cias del Banco Central y sin conocimiento de los depositan- 
tes. Lo que es peor aún, se indica que esto fue realizado “de 
acuerdo a sus instrucciones”. 


El Decreto Reglamentario del artículo 4” del Decreto-Ley 
N* 15.322 es muy claro. En su artículo 3” establece que las 
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empresas de intermediación financiera externa requerirán 
para su instalación la autorización previa del Poder Ejecu- 
tivo, el que deberá expedirse con el asesoramiento del 
Banco Central. Para el otorgamiento de dicha autorización 
se tendrán en cuenta razones de legalidad, oportunidad y 
conveniencia. Como hemos dicho, recién en abril de 2003 la 
Superintendencia de Bancos se enteró del manejo de estos 
productos que se promovían a nivel de los clientes, y si bien 
conocía los certificados de depósitos del Banco Montevi- 
deo, no tenía conocimiento, eventualmente, del fracciona- 
miento hecho a sus clientes. 


La Circular del Banco Central refiere a la venta de pro- 
ductos financieros de estas empresas de giro financiero, 
pero esto se hizo sin poner en conocimiento de la 
Superintendencia de Instituciones de Intermediación Fi- 
nanciera para su aprobación el contrato que la regula, 
incumpliendo lo dispuesto en la Circular N* 1654 del Banco 
Central del Uruguay. Quiere decir que también había un 
incumplimiento respecto de la Circular de esa institución, 
porque no se había puesto en su conocimiento el contrato 
que regulaba esos certificados de depósito y su fracciona- 
miento. 


Nos estamos refiriendo, señor Presidente, a las opera- 
ciones hechas en el Banco Montevideo con destino al TCB. 
Parece ser que en la calle Arocena, en Carrasco, funcionaba 
un TCB Mandatos que nunca estuvo autorizado a actuar 
como empresa de intermediación financiera. Quizás ello 
explica por qué derivaban a algunas personas al Banco 
Montevideo; lo que no se explica es cómo pudieron realizar 
algunas de las operaciones. El Banco Central reciente- 
mente ha dicho que desde el punto de vista técnico hubo 
controles que no se hicieron de la mejor manera. 


No es solamente la Comisión de Hacienda la que llega a 
la conclusión de que el discurso y la documentación indu- 
cían al error a sus clientes, así como la utilización del logo, 
la firma de los funcionarios, el número de cuenta y todo lo 
que mencionaba al inicio, sino que es el propio Banco 
Central el que prohíbe en el mes de junio de 2002 a las 
representaciones de las entidades financieras del exterior 
utilizar el logo de instituciones financieras nacionales o 
establecidas en el país. Concretamente, establece que los 
representantes deberán cumplir con las siguientes obliga- 
ciones: utilizar en toda publicidad y papelería con referen- 
cia ala representada, exclusivamente la denominación jurí- 
dica y el nombre comercial de la misma, no pudiendo hacer 
referencia al grupo económico al que pertenezcan o a sus 
accionistas, inclusive mediante símbolos. Está claro que en 
el mes de junio el Banco Central comprendió que el manejo 
y la edición de la documentación había contribuido a inducir 
a engaño a los clientes del banco. Reitero que esto no lo 
percibió sólo la Comisión de Hacienda, sino que es el propio 
Banco Central el que lo establece. 


En consecuencia, con todos estos elementos llegamos 
en su momento a la conclusión de que había que dictar un 
proyecto de ley interpretativo. Uno de los asuntos que se 
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sometió a conocimiento de la Comisión de Juristas del 
Banco Central nos refleja el manejo que se hacía en el 
interior del Banco Montevideo con respecto a las cuentas 
y documentación. Voy a leer el numeral 5” del dictamen de 
la Comisión de Juristas, que dice que no es procedente 
analizar si medió o no consentimiento expreso de la trans- 
ferencia de sus ahorros a otra institución cuando, como en 
el caso, no resulta acreditada la previa existencia de un 
depósito bancario de los referidos, respecto del cual pudo 
hacerse dicha transferencia a otra institución. Quiere decir 
que ni siquiera la documentación era lo suficientemente 
completa como para saber si un cliente tenía cuenta en el 
banco. 


Estamos hablando, señor Presidente, de uruguayos de 
todas las categorías económicas, sociales y culturales. Sin 
duda, había gente avezada en el negocio bancario, que 
perdió su dinero y aspira a recuperarlo. Sin embargo, tam- 
bién es cierto que existía una inmensa mayoría de personas 
no avezadas, que simplemente confiaban -como todos los 
uruguayos- en las instituciones bancarias y lo siguen ha- 
ciendo, por lo menos, en algunas de las instituciones ban- 
carias. Han concurrido delegaciones de ahorristas a la 
Comisión de Hacienda y alos despachos de todos nosotros. 
Se trata de feriantes, de choferes de taxi, de pequeños 
comerciantes de Rincón de la Bolsa, que no podemos pensar 
que fueran avezados en el mencionado negocio. 


Con relación a las personas avezadas, una calificadora 
de riesgos internacional tipificó como AAA al banco; se 
supone que serían de los más avezados en el mundo. 


Algo que mencioné en la Comisión, en diversas conver- 
saciones, y que señalé a los propios ahorristas, es que 
algunos de nosotros obsesivamente buscamos una fecha 
que nos diera claridad y una mayor certeza de que, si íbamos 
a hacer una interpretación para hacer justicia, debíamos 
aproximarnos lo más posible a dicha administración de 
justicia dentro de las limitantes que la norma legislativa 
tiene; me refiero a la generalidad. Me consta que algunos 
miembros de la Comisión siguen pensando en establecer 
una fecha con estas características. Otros hemos abando- 
nado la búsqueda por convicción, y voy a leer ahora la 
declaración de una altísima autoridad del Banco Montevi- 
deo, que la recoge y que fue hecha, concretamente, por el 
Gerente de LATINUR S.A., la sociedad anónima establecida 
como “off shore” en una zona franca del Uruguay. En 
realidad, el TCB no existió hasta el año 2001 en las Islas 
Caimán. Por lo tanto, en la zona franca del Uruguay todo se 
manejaba con la documentación del Banco Montevideo 
que, en letra chica, decía: “C/D TCB”, que hasta rima, pero 
no lo entiende la inmensa mayoría de las personas. 


Me voy a referir ahora a uno de los expedientes penales 
que tomó publicidad -por eso accedimos a él- en el auto de pro- 
cesamiento de una de las personas que se encuentran remi- 
tidas actualmente. Se preguntó al Gerente de LATINUR S.A. 
con respecto a la exposición de los entre U$S 500:000.000 y 
U$S 700:000.000 del Banco Montevideo al TCB: ¿Cuándo se 
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produce esa exposición de U$S 500:000.000 o cómo se va 
produciendo en el transcurso del tiempo? Su respuesta fue: 
“Esaexposición se va produciendo alo largo de toda la vida 
del TCB. El crecimiento más significativo se produce a 
partir de la inversión que hace el Grupo en el área de 
supermercados, aproximadamente en el año 1995, cuando 
adquiere otras cadenas de menor entidad en Argentina y, 
después, a partir del año 1997, cuando adquiere primero 
Santa Isabel en Chile y Perú, y después hace la fusión con 
el Grupo holandés Royal Ahold.” Reitero que el Gerente de 
LATINEUR S.A., que a su vez era una alta autoridad del 
Banco Montevideo, dice que la exposición se produjo du- 
rante toda la vida del TCB. Esa es la imposibilidad que 
tenemos algunos para poder fijar una fecha. 


Por otra parte, esto se hizo para negocios del banco. Se 
le pregunta a la misma persona en el mismo expediente: 
“¿Quiere decir usted, entonces, que el TCB fue utilizado por 
el Grupo para crecer económicamente, ampliando el patri- 
monio del propio Grupo?” Contesta: “Los fondos fueron 
utilizados para hacer crecer al Grupo patrimonialmente.” 


Quiere decir que la compra de supermercados se hizo con 
el dinero -por lo menos en parte, pues no sé cuál es el monto 
total de la compra de los mismos- de los depositantes. 
Muchas veces me han hecho reflexionar, al preguntarme: 
¿esos depositantes no vieron que estaban corriendo un 
mayor riesgo porque la tasa que se les ofrecía difería en 1, 
2,3 y hasta en 4 puntos? El riesgo era que se hubiera hecho 
partícipes a esos depositantes de la compra de los super- 
mercados. Si cualquiera de nosotros hubiera sido deposi- 
tante en el Banco Montevideo y, al colocar el dinero, la 
Institución nos hubiera ofrecido ser sus socios para com- 
prar la cadena de supermercados Disco o Santa Isabel, y 
nos hubiera propuesto fusionarnos con Royal Ahold, con 
la perspectiva de hacernos millonarios -uno de los sueños 
de los uruguayos y creo que de todos los seres humanos del 
planeta-, posiblemente hubiésemos aceptado y asumido el 
riesgo. Sin embargo, en este caso no existió ninguna asun- 
ción de riesgo porque a nadie se le dijo que se estaban 
haciendo estas operaciones para hacer crecer, aún más, aun 
Grupo desde el punto de vista económico. 


Existe mucha más documentación, pero no quiero ocu- 
par toda la tarde, aunque necesitaría todas las tardes que 
quedan en el resto del año y pedir prestadas unas cuantas 
del próximo. En la Comisión trabajamos en una redacción, 
pero no en solitario, sino solicitando la presencia y la 
aclaración -nunca la autorización, porque no correspondía, 
ni la aprobación, porque no podía dárnosla- de la propia 
Comisión de Juristas establecida en el Banco Central. Los 
Senadores tampoco somos avezados en el manejo ni en la 
terminología del negocio bancario. Para tratar de no cometer 
errores, solicitamos a esta Comisión de Juristas que parti- 
cipara de las múltiples sesiones llevadas a cabo por la 
Subcomisión y, luego, por la propia Comisión, con el fin de 
llegar a un texto que reflejara el espíritu de equidad, que 
posibilitara hacer justicia y no apartarnos aún más del ideal 
de justicia y de equidad en que la situación ha ubicado a 
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estos depositantes. Tampoco queríamos causar un daño a 
otros depositantes que se encontraran, también, en una 
situación de injusticia. 


En el artículo 1” del proyecto de ley se interpreta que la 
facultad conferida al Banco Central del Uruguay comprende 
a los clientes del Banco Montevideo y del Banco La Caja 
Obrera, titulares de cajas de ahorro, depósitos vista, cuen- 
tas corrientes o depósitos a plazo fijo, cuyos ahorros fueron 
aplicados a la adquisición de participaciones en certifica- 
dos de depósito de instituciones financieras con sede en el 
exterior. Tratamos de establecer cuál es la categoría de 
clientes del banco que este proyecto de ley busca amparar. 


En el artículo 2” -esto no es un “incluye tutti”- no 
buscamos incluir a todo el mundo porque sí y para quedar 
bien, sino que intentamos ser concienzudos al establecer 
situaciones donde se excluye del amparo de este proyecto 
de ley. En esta disposición se señala: “Declárase que no 
están comprendidos en lo dispuesto en el artículo anterior 
quienes: 


1. Sin ser clientes de los Bancos Montevideo y La Caja 
Obrera, eran titulares de depósitos en entidades financieras 
con sede en el exterior.” 


Si alguien envió su dinero al exterior porque quiso y 
nada tiene que ver con el Banco Montevideo ni fue víctima 
de una operativa de inducción a engaño, pues: ¡hágase 
responsable de sus decisiones! 


“2. Instruyeron al Banco Montevideo o al Banco La Caja 
Obrera para la realización de sus operaciones a través de 
otras instituciones financieras”. 


Si nuestra posición central es que aquí hubo una 
Operativa de inducción a engaño, no podemos decir que 
hubo inducción a engaño respecto de aquellos que, desde 
lejos y a través de otras instituciones, dieron mandatos para 
que su dinero fuera a otro lado. 


La tercera situación excluida es la de quienes hubiesen 
adherido a acuerdos de pago con entidades financieras con 
sede en el exterior, emisoras de certificados de depósito. 
Esto es así porque hubo acuerdos de pago con algún grupo 
de clientes referidos a una institución bancaria de las Islas 
Vírgenes, el que ha cobrado, creo, un 70% de sus depósitos. 
Estas personas hicieron un acuerdo, voluntariamente, para 
percibir ese 70% y liberar a la institución de responsabilidad 
por el resto, por lo que deben quedar fuera del amparo legal. 


Por último, quiero decir que redactamos el artículo 3, 
que está referido también a la autorización dada al Poder 
Ejecutivo por el artículo 27 de la Ley N* 17.613 para poder 
reforzar, con renuncia de sus créditos, la situación de los 
ahorristas respecto a lo que pudieran recuperar de los 
fondos de liquidación. En este caso, a todos nos pareció de 
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justicia que esa facultad se extendiera ala renuncia recípro- 
ca de acciones judiciales y arbitrales por parte de aquellos 
depositantes que resulten beneficiarios por lo dispuesto en 
la norma citada. 


Si la sociedad uruguaya, a través del Estado, hace un 
esfuerzo y cede sus créditos para favorecer alos ahorristas, 
a los clientes de esos Bancos, nos parece justo que quien 
reciba el beneficio, no reclame más al Estado. Por supuesto 
que mantiene indemne su derecho a perseguir judicialmen- 
te, hasta la totalidad de sus créditos, a los responsables de 
los Bancos, a sus propietarios, ya sean del Banco Monte- 
video, del Comercial, o cualquier otro, que pueda caer en esa 
circunstancia. Sin embargo, con relación al Estado entendi- 
mos que debía ponerse una línea de punto final, porque si 
éste los beneficia, renuncia a sus créditos y esto es acep- 
tado por los clientes, entonces, que no se continúe con 
acciones judiciales contra el Estado que, en definitiva, no 
es más que la organización jurídica y administrativa que nos 
damos los uruguayos como sociedad. 


En conclusión, señor Presidente, es de estilo -aunque no 
voy apoder proceder de esa manera- que cuando algo viene 
votado por mayoría o unanimidad de la Comisión, se diga 
que ésta recomienda al Senado la aprobación de tal o cual 
iniciativa. Sin embargo, no sería honesto desde el punto de 
vista intelectual -y don Carlos Vaz Ferreira me lo estaría 
reprochando, desde donde esté- si no dijera que, luego de 
haber aprobado el proyecto por la unanimidad de presentes 
en la Comisión, me consta que hay otros integrantes que 
han revisto su posición, que tienen dudas y que aspiran a 
introducir alguna modificación a este texto. Pero, con la 
misma honestidad intelectual, sé -y me consta- que atodos 
nos sigue animando el mismo espíritu de búsqueda de 
justicia, de restablecimiento de una equidad y de evitar 
daños. 


Entonces, en nombre de quienes sí mantenemos el voto 
afirmativo que dimos, puedo decir que solicitamos al Sena- 
do la aprobación de este proyecto de ley, aunque ya no lo 
puedo hacer como Miembro Informante de la Comisión sino, 
en todo caso, asumiendo una representación informal de 
aquellos señores Senadores que seguimos manteniendo la 
misma opinión. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR NUÑEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR NUÑEZ.- Señor Presidente: este proyecto de ley 
que hoy tenemos sobre la mesa, que consta de tres artículos 
y al que se ha referido el señor Senador Herrera, lleva mi 
firma. Básicamente, en ese sentido y para ser coherente 
conmigo mismo, voy a fundamentar por qué lo firmé. 
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Junto con los señores Senadores Herrera y Michelini 
estuvimos en una Subcomisión -en forma previa a la redac- 
ción definitiva de este proyecto en la Comisión- en donde 
trabajamos con la Comisión designada por el artículo 31 de 
la Ley N* 17.613 y con técnicos del Banco Central del 
Uruguay, la mayoría de los cuales tenían que ver con el 
proceso de los tres Bancos liquidados. 


El artículo 31 de la Ley N* 17.613, de 27 de diciembre de 
2002, decía que se facultaba al Banco Central a otorgar a los 
ahorristas de los Bancos Montevideo y La Caja Obrera, 
cuyos depósitos fueron transferidos a otras instituciones 
sin mediar su consentimiento, los mismos derechos que 
correspondieran a los demás ahorristas de dichos Bancos. 
Asimismo, en el segundo inciso de este artículo se creaba 
una Comisión que en sesenta días debía terminar su análi- 
sis, pero que se encontró con algunas dificultades; según 
tengo entendido, sigue en vigencia. O sea que el espíritu del 
artículo 31 era ver si los ahorristas, cuyos ahorros fueron 
derivados al exterior desde los Bancos Montevideo y La 
Caja Obrera, habían sido engañados o no, si habían dado 
su consentimiento o no. En este sentido, recuerdo que el 
espíritu era tratar de lograr que la prueba del consentimien- 
to estuviera a cargo del Banco y no de quien tenía que 
demostrar que no había dado su consentimiento, es decir, 
el ahorrista. Esta era la gran discusión. 


Cuando realmente empezamos a meternos en este tema, 
encontramos que hubo una operativa fraudulenta que venía 
de mucho tiempo atrás, que no sólo hubo engaño, sino que 
también hubo estafa, durante varios años, en un Banco que 
terminó siendo vaciado y cerrado. En esa operativa, obvia- 
mente figuraban comprobantes -algunos de los cuales real- 
mente sería vergonzoso tener acá- o consentimientos que, 
en muchos casos, hasta estaban firmados en blanco. Por lo 
tanto, la Comisión respectiva que analizaba caso por caso, 
ante esa situación de estafa -no sólo se trataba de engaño 
acerca del envío de dinero al exterior-, ante esa operativa 
fraudulenta, y debido a la letra del artículo 31, obviamente, 
no podía dar por válido prácticamente ninguno de los 
depósitos de los ahorristas. Dicho de otro modo, no podía 
considerar ahorrista a ninguno de ellos, en la medida en que 
todos habían firmado algún papel con el logo del Banco 
Montevideo, hecho en sus ventanillas y ante sus funciona- 
rios; incluso, algunos habían sido inducidos por personal 
de jerarquía de esa institución. Entonces, ante esa realidad, 
el tema del engaño o del consentimiento, desde mi punto de 
vista, pasó a segundo plano. 


No quiero extenderme demasiado porque ya se ha habla- 
do del tema y quiero ser coherente con lo que sostuve. 
Simplemente, a partir de ahora voy a leer parte del informe 
que elaboró nuestra Bancada de la Cámara de Representan- 
tes con motivo de la culminación del trabajo de la Comisión 
Investigadora sobre el sistema financiero. 


En la página 57 de ese informe, con un título que dice 
“Trade £ Commerce Bank (TCB )”, se señala que el TCB de 
Islas Caimán era un Banco perteneciente al Grupo Peirano, 
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a pesar de que el TCB, constituido en 1989, de acuerdo con 
lo señalado por el Juez Eguren, no tuvo presencia en las 
Islas Caimán hasta fines de 2001. El TCB jugó un papel 
fundamental en la operativa desarrollada por los Peirano. 
Desde 1997, aparentemente se transferían recursos del 
Banco de Montevideo y de sus clientes hacia otras empre- 
sas del Grupo, básicamente en la Argentina, Paraguay e 
Islas Caimán. Estas operaciones se incrementaron año a año 
e integraban parte de la oferta de productos que el Banco 
Montevideo ofrecía a sus clientes: colocaciones en el Ban- 
co Velox, en el VIC -Velox Investment Company- y enel TCB. 


Durante el año 2001 solamente se incrementa el traspaso 
de recursos -pero eso venía de más atrás- del Banco Mon- 
tevideo para el resto de las empresas del Grupo, incluido el 
TCB, lo que fue detectado por los servicios técnicos del 
Banco Central del Uruguay de acuerdo con lo ya informado. 


Las operaciones del TCB provocan, desde diciembre 
hasta que se decide la intervención -recién a fines de junio 
de 2002-, un incremento de la exposición del Banco Monte- 
video en el TCB de USS 82:000.000, llegando a un total -que 
puede ser mayor en función de que la información de que 
disponemos no es completa- de U$S 175:000.000. Los 
autopréstamos o préstamos a empresas del Grupo ascen- 
dían, al 17 de junio, a US$ 213:000.000. La utilización de 
recursos del Banco Montevideo para devolver depósitos a 
sus empresas vinculadas es un elemento clave a la hora de 
explicar el vaciamiento del Banco. Al mismo tiempo, el 
Banco Montevideo asistía a sus empresas vinculadas y 
recibía asistencia del Banco Central del Uruguay, en un 
proceso que, como vimos, se dio prácticamente sin contra- 
partidas y al margen de la normativa. 


Continúo haciendo referencia a este informe para desa- 
rrollar cómo se daba la operativa del Banco Montevideo y 
la exposición en el TCB. 


Cuando los clientes se presentaban al Banco Montevi- 
deo a depositar sus ahorros, el funcionario que los atendía 
les ofrecía un negocio mejor: depositar en el TCB con un 
interés mayor, que rondaba entre un 8,5% y un 7,5% anual. 
Pero en muchos casos se trasladaron depósitos sin advertir 
la situación al cliente, incluso en personas que operaban 
comercialmente desde años atrás con el Banco Montevi- 
deo. Según formularios que nos han mostrado los propios 
depositantes, en la documentación se utilizaba el membrete 
del Banco Montevideo; eso no solamente lo dice este 
informe elaborado por los señores Representantes del En- 
cuentro Progresista - Frente Amplio, sino que también lo 
hemos comprobado todos los miembros de la Comisión que 
hemos trabajado en el tema. Muchas veces apenas se dis- 
tinguía o escribía en manuscrito la abreviatura “TCB”. 
Naturalmente, ello podía inducir a los clientes a pensar que 
estaban haciendo un depósito en el Banco Montevideo. 
Más allá de los contratos que se les hacía firmar, se les 
aseguraba que la operación tenía el respaldo del Banco 
Montevideo. Había funcionarios del Banco Montevideo 
especialmente instruidos para ofrecer a los clientes este 
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tipo de operaciones, que realmente eran -acoto yo- de 
jerarquía superior dentro de esa institución. 


La captación de depósitos a plazo en la plaza uruguaya 
se realizó a través de dos modalidades: se tomaban depósi- 
tos directamente para TCB en los mostradores del Banco 
Montevideo o en una especie de triangulación se ofrecía 
una participación de un depósito que el Banco Montevideo 
había realizado en el TCB. Esto sucede a pesar de que -tam- 
bién voy a hacer una acotación aquí-, a partir del 7 de marzo, 
y efectivamente a partir del 14 de marzo de 2002, se supone 
que eso se paró porque el Banco Central del Uruguay dijo 
al Banco Montevideo que eso no podía hacerse más. Te- 
nemos información de que el Banco Montevideo -ade- 
más, lo dijo el contador Xavier enel seno de la Comisión- lo 
único que hizo fue cambiar la operativa contable, pero 
siguió teniendo una sola cuenta en el TCB. En ambas 
modalidades, y más allá de los errores a los que pudiera 
inducirse alos clientes, el Banco Montevideo no garantiza- 
ba formalmente las operaciones; sí lo hacía en el discurso 
a sus clientes, así como para convencerlos de que hicieran 
esta operativa. Reitero que eso no lo hacía formalmente y, 
por ende, ese depósito no quedaba garantizado por el 
Banco Montevideo. Era el depositante quien asumía los 
riesgos en la realidad, aunque en la mayoría de los casos 
creo que es claro que el cliente no tenía conocimiento de 
ello. 


La Comisión Investigadora -el informe refiere a la Comi- 
sión de la Cámara de Representantes que ha trabajado en el 
tema- ha podido hacerse de las cifras de captación en cada 
una de las dos modalidades. O sea que había dos operativas 
claras, pero ambas inducían, en su mayor parte alos clientes 
del Banco Montevideo, a trasladar esos depósitos a las 
Islas Caimán. Según consta en el trabajo de la Comisión 
Investigadora, las colocaciones estaban prohibidas. La 
captación directa de los depósitos para el TCB constituye 
una operación no permitida, tanto para TCB Mandatos 
como para el Banco Montevideo. En efecto, el artículo 183.2, 
Servicios de Administración y Venta de Productos Finan- 
cieros, establece que las empresas de intermediación finan- 
ciera podrán prestar a otras empresas del grupo o giro 
financiero, residentes o no, servicios de administración y 
venta de productos financieros generados por éstas, siem- 
pre que tales servicios estén comprometidos dentro del giro 
autorizado. La prestación de cualquiera de estos servicios 
debe estar estipulada mediante un contrato entre las partes, 
el cual deberá ser puesto en conocimiento de la 
Superintendencia de las Instituciones de Intermediación 
Financiera con treinta días corridos de anticipación a la 
fecha prevista para su vigencia, quedando a lo que resuel- 
va, y continúa. 


Según consta en el trabajo de la Comisión Investigadora 
de la Cámara de Representantes, este contrato entre el 
Banco Montevideo y el TCB Mandatos nunca existió. En- 
tonces, el Banco Montevideo no podía tomar colocaciones 
directamente del TCB. Tampoco podía hacerlo el TCB Man- 
datos, que es un representante del TCB y, por lo tanto, y 
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de acuerdo con lo establecido en el artículo 450 correspon- 
diente, no puede realizar, por cuenta propia ni de sus 
representados, actividades de intermediación financiera, 
así como tampoco efectuar operaciones crediticias, 
cambiarias ni recibir sumas de dinero en títulos o valores. 


Creo que con esta lectura del informe que ha hecho 
nuestra Bancada en la Cámara de Representantes acerca del 
tema del sistema financiero, queda claro que aquí es muy 
difícil determinar si hubo o no consentimiento, si hubo 
engaño o no; en el caso de quienes depositaron más de 
U$S 200.000, en general presuponemos que no fueron enga- 
ñados porque sabían bien cómo era el tema y, quizás, 
quienes depositaron menos fueron engañados, porque a lo 
largo de mucho tiempo, de varios años, hubo una operativa 
que respondía a un mecanismo de vaciamiento y de utiliza- 
ción de los dineros y ahorros que captaba el Banco Monte- 
video para tapar agujeros en las empresas colaterales del 
resto del Grupo. 


Asimismo, quisiera referirme al tema de la justicia. Por 
parte del Miembro Informante, recién se habló de un grupo 
de ahorristas que tenían su dinero en las Islas Vírgenes y 
legaron a un acuerdo con el Banco para que se les recono- 
cieran sus ahorros. Esto no pasó solamente en este Banco, 
sino en otros del mismo sistema, que también quebraron y 
tenían operativas fraudulentas similares a la del Banco 
Montevideo, como el Commercial Investment, de Curacao, 
que era un banco que al igual que el TCB -pero en ese lugar- 
trabajaba con el Banco Comercial y realizaba la misma 
operativa de envíos de fondos de ahorros hacia el exterior. 
Sin embargo, con respecto al Commercial Investment, la 
diferencia fue que el Banco Comercial, antes de ser liquida- 
do, pero después de ser intervenido por el Ministerio de 
Economía y Finanzas, reconoció atodos los ahorristas cuyo 
dinero había sido enviado, con la misma operativa del TCB, 
al Commercial Investment. Por lo tanto, hay un grupo de 
ahorristas que sufrieron operativas similares en otro banco, 
y una Dirección puesta por el Ministerio de Economía y 
Finanzas, presidida por el economista Licandro, del viejo 
Banco Comercial, les reconoció su carácter de ahorristas. 
Entonces, hoy están en las mismas condiciones que el 
conjunto de los ahorristas, a pesar de que el Banco Comer- 
cial fue liquidado, igual que el Banco Montevideo. En 
consecuencia, si hablamos de justicia, depende entre quié- 
nes comparemos, porque si ahorristas que tenían las mis- 
mas condiciones fueron reconocidos como tales, no entien- 
do por qué ahora estamos empeñados en no reconocer esa 
condición a éstos. 


El señor Miembro Informante dijo que la operativa y los 
traslados de los ahorros hacia el exterior, que siempre 
tenían algún tipo de documentación absolutamente incom- 
pleta -muchas veces irregular, pero documentación al fin- se 
basaban en la confianza y en el trabajo permanente que la 
mayoría de los ahorristas tenían con la operativa del Banco 
Montevideo. Creo que es muy difícil, entonces, determinar 
quiénes fueron engañados y quiénes no lo fueron, y ante 
esa disyuntiva hemos trabajado y optado políticamente, sin 
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ningún interés -no tengo ahorros en ninguna institución 
bancaria y, además, no hay aquí un tema de amistad ya que 
son muchos más los amigos que tienen dineros en otros 
bancos-, sino simplemente por la convicción de que lo hago 
porque aquí es muy difícil determinar si hubo o no engaño 
como lo establece el artículo 31. 


Reitero que ante esa disyuntiva y ante la posibilidad que 
nos fija el artículo final, en la Comisión se ha interpretado 
que la autorización dada por el Poder Ejecutivo en el artículo 
27 de la Ley N* 17.613, de 27 de diciembre de 2002, compren- 
de la facultad de establecer la renuncia recíproca a acciones 
judiciales y arbitrales para aquellos depositantes que resul- 
ten beneficiarios por lo dispuesto en la norma citada. Enton- 
ces, cuando es imposible determinar exactamente la justicia, 
prefiero la amplitud y no la restricción, y por ello he optado 
por apoyar este proyecto que fue aprobado en la Comisión. 


No tengo inconvenientes, pero de todas maneras quisie- 
ra señalar que el artículo 3” de nuestro proyecto menciona 
el límite en el monto del dinero que pueden retirar aquellos 
a quienes se les reconozca el carácter de ahorristas; es lo 
que establece el artículo 27 acerca de los U$S 100.000. 
Desde un principio comencé a trabajar en ese punto y llegué 
ala convicción de que la limitación por el lado del tiempo es, 
realmente, acotar, porque en lugar de pasar a una cierta 
amplitud, se pasa a una restricción total. Entonces, con 
cualquier fecha que se tome -y sobre todo si se toma para 
adelante-, con los certificados que tiene la Comisión, y con 
la forma de la operativa en donde se pedía el certificado mes 
a mes o cada tres meses, seguramente no quedará amparado 
nadie. 


Reitero que ante esta duda y por los motivos que expuse 
al principio, creo que es preferible que haya una ley 
interpretativa a que siga rigiendo tal como está el artículo 
31. Digo esto porque ante las dificultades prácticas que ha 
tenido esta Comisión frente a una operativa fraudulenta, 
permanente y deliberada, el resultado es que no se va a 
contemplar a prácticamente ninguno de los ahorristas si se 
aplica el artículo 31 tal como está. Además, participo del 
proyecto que inicialmente habíamos establecido y aproba- 
do por unanimidad en la Comisión. 


Muchas gracias. 


10) CAMPAÑA ANTARKOS XX 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a los señores 
coordinadores de Bancada que tengan a bien considerar 
cuándo sería oportuno declarar una urgencia relativa a la 
autorización para que el Buque ROU 26 “Vanguardia” par- 
ticipe en la Campaña Antártica. Es una cuestión que tiene 
que ver con un problema de fechas que planteamos. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: en el día de 
ayer la Comisión de Defensa Nacional, por unanimidad, 
estuvo de acuerdo en solicitar esta urgencia, porque la 
autorización debe pasar a la otra Cámara y estamos casi 
sobre la fecha de salida del buque. Por lo tanto, proponemos 
que se trate de inmediato y luego se siga con la lista de 
oradores. 


Quiero señalar, también, que el Poder Ejecutivo siempre 
remite con mucha lentitud estos pedidos, aunque la Comi- 
sión se ha dirigido más de una vez al Ministerio para que 
fuera más rápido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia del Senado actúa 
en el mismo sentido que señala el señor Senador Korzeniak. 


Sino se hace uso de la palabra, se va a votar la urgencia 
solicitada. 


(Se vota:) 
- 18 en 20. Afirmativa. 


De acuerdo con lo resuelto por el Senado, se pasa a 
considerar el asunto cuya urgencia fue declarada: “Proyec- 
to de ley por el que se autoriza para salir del país al Buque 
ROU 26 Vanguardia” y su tripulación. (Carp. N* 1240/2003 
- Rep. N*722/2003)” 


(Antecedentes:) 


“PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Autorízase la salida del país del Buque 
ROU 26 “Vanguardia” y su tripulación perteneciente a la 
Armada Nacional, con la finalidad de realizar la “Campaña 
Antártica” ('OPERACION ANTARKOS XX”), durante los 
meses de noviembre y diciembre de 2003, realizando escalas 
en los puertos de Ushuaia (República Argetina) y Puntas 
Arenas (República de Chile). Las fechas mencionadas po- 
drán tener ajustes acorde al alistamiento del ROU Vanguar- 
dia, las condiciones meteorológicas de la zona y los reque- 
rimientos de la Base Antártica Artigas. 


Yamandú Fau, Guillermo Stirling, 
Guillermo Valles.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 


(Se lee) 
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- En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Se lee:) 


“Artículo Unico.- Autorízase la salida del país del Bu- 
que ROU 26 “Vanguardia” y su tripulación perteneciente a 
la Armada Nacional, con la finalidad de realizar la “Campaña 
Antártica”? ((OPERACION ANTARKOS XX”), durante los 
meses de noviembre y diciembre de 2003, realizando escalas 
en los puertos de Ushuaia (República Argentina) y Punta 
Arenas (República de Chile). Las fechas mencionadas po- 
drán tener ajustes acorde al alistamiento del ROU Vanguar- 
dia, las condiciones meteorológicas de la zona y los reque- 
rimientos de la Base Antártica Artigas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


11) FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA FINANCIERO 


SEÑOR PRESIDENTE .- Continúa la consideración del 
primer punto del Orden del Día. 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: compartimos en 
un todo el informe del Miembro Informante, señor Senador 
Herrera, en la medida en que consideramos que esta ley 
sustitutiva en definitiva interpreta lo que creímos haber 
votado el año pasado. Lamentablemente, de la aplicación 
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del artículo 31 no surgía la voluntad de amparar situaciones 
vinculadas a ahorristas que fueron engañados. 


Este es uno de los últimos coletazos del momento difícil 
que vivió nuestro país a raíz de la caída del sistema finan- 
ciero. Personalmente, he dicho muchas veces en la Comi- 
sión que hasta antes de la crisis financiera, para un ciuda- 
dano común, ir a un banco era algo así como ir a un templo 
para los creyentes; a nadie se le ocurría leer la letra chica ni 
poner condicionamientos a la oferta de colocación que le 
hacía el funcionario bancario. Creo que la mayoría de la 
gente que fue al Banco Montevideo, operó en el Banco 
Montevideo, más allá de lo que podía surgir luego leyendo 
los contratos. 


En ese entendido, desde hace muchos años hemos sos- 
tenido en este Senado de la República que a los políticos, 
defender el sistema financiero no nos aseguraba el paraíso, 
pero no defenderlo nos podía asegurar el infierno. Lamen- 
tablemente estuvimos viendo muy de cerca el infierno e, 
incluso, muchos ciudadanos uruguayos aún están en él. 


Antes de la caída, el sistema financiero tenía 
U$S 12.000:000.000 de ahorros, de los cuales 
U$S 2.500:000.000 estaban como reserva en el Banco Central 
y U$S 9.500:000.000 estaban colocados en la producción, 
en el comercio, en el trabajo nacional. Mucha gente, segu- 
ramente por desinformación, decía que en el país no había 
crédito, pero yo creo que había demasiado. Tuvo que caer 
el sistema financiero para darnos cuenta que muchos de 
esos créditos no estaban bien dados y en muchos casos 
fueron trampas mortales para ciudadanos y empresas, que 
entraron en un mecanismo crediticio que fue muy vulnera- 
ble, fundamentalmente porque había que colocar esas parti- 
das de dinero. 


Nos despertamos con un sistema financiero que llegó a 
un piso de U$S 6.000:000.000 de ahorros de los 
U$S 12.000:000.000 que tenía, pero que mantuvo y mantiene 
los U$S 9.500:000.000 de colocación. Hoy, a más de un año, 
todavía quedan materias pendientes, como es la propia 
implementación de la ley de fortalecimiento financiero que 
votó este Parlamento Nacional, por la que más del 94% de 
los ahorristas del país tienen garantizados hasta 
U$S 100.000, entre otras cosas por el aporte que el Estado 
hace de lo que tenía dentro de esos bancos. Seguramente, 
dentro de pocos días -y aspiramos a que así sea- se 
convertirán en realidad estas afirmaciones y los certifica- 
dos de depósitos llegarán a todos los ciudadanos, ya sean 
del Banco Montevideo, del Banco La Caja Obrera, del Banco 
Comercial o del Banco de Crédito. No cabe duda que eso va 
a llevar tranquilidad y confianza a nuestra economía, que ya 
se está recuperando rápidamente a manos de los uruguayos 
que siguen creyendo en el sistema financiero y en las reglas 
de juego del país. 


Esta solución que estamos votando, creímos haberla 
aprobado el año pasado, pero ahora es necesario votar un 
proyecto sustitutivo que realmente permita amparar a quie- 
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nes queremos proteger. Esto va a poner las cosas en su 
lugar y llevará tranquilidad a miles de hogares uruguayos 
que han visto fugarse sus ahorros. Esta crisis ha destempla- 
do, fundamentalmente, el espíritu patriótico de los urugua- 
yos, pero más allá de las dificultades que tienen el país y el 
propio sistema financiero, podemos encontrar soluciones 
como esta que, de alguna manera, comienzan a sembrar 
esperanza en la recuperación de los ahorros. 


Dicho esto, creo que hubiéramos preferido que las auto- 
ridades del Banco Central hicieran una interpretación más 
generosa del artículo 31 de la ley que ya votamos, dado que 
nos hubiéramos ahorrado este año de discusión y de aná- 
lisis. No obstante eso, votamos con la misma tranquilidad 
de espíritu con que lo hicimos el año pasado, en el enten- 
dido de que esto es una especie de ley de punto final a una 
situación muy compleja, dolorosa y difícil para el país, para 
el sistema financiero, para los uruguayos y, ni que hablar, 
para las cientos y miles de familias de ahorristas que están 
esperanzadamente defendiendo sus derechos, los que 
justicieramente se reivindican con este proyecto de ley. 


Es cuanto tenía para decir. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Voy a ser muy breve porque se 
han hecho exposiciones que reflejan claramente la postura 
que tengo frente a este proyecto de ley sustitutivo que 
tenemos a la vista. 


Creo que es un proyecto justo, bueno, y que soluciona 
uno de los problemas graves que tiene el artículo 31, que 
está en las disposiciones citadas, en la página 7 del repar- 
tido, referido a los ahorristas del Banco Montevideo y Caja 
Obrera cuyos depósitos hayan sido transferidos a otras 
instituciones. Este artículo 31 utiliza una fórmula que en su 
momento se consideró mejor que otras dos: una que decía 
que “sus depósitos se hayan transferido a otras institucio- 
nes contra su voluntad” y otra que decía “se hayan trans- 
ferido a otras instituciones sin su conocimiento”. Esa fór- 
mula fue sustituida por ésta en oportunidad de elaborarse 
la Ley N* 17.613. Si mal no recuerdo, entre otros, el señor 
Senador Millor fue redactor de esta fórmula, y todos con- 
sideramos que era un progreso respecto a la anterior. Sin 
embargo, los hechos han demostrado -como explicaba el 
señor Senador Núñez- que tiene una limitación, que no es 
sólo producida por una práctica lenta o demasiado 
parsimoniosa o cuidadosa de la Comisión encargada de 
expedirse cada vez que se presenta un ahorrista.La dificul- 
tad de fondo que tiene este artículo -y eso es lo que hace 
muy necesaria, a mijuicio, una ley interpretativa- es que al 
ahorrista se le exige una prueba de un hecho negativo. En 
Derecho, probar una cosa negativa es imposible, o es una 
prueba de las llamadas diabólicas en el ámbito judicial; se 
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trata de algo casi imposible de hacer. Yo no puedo probar 
que no hice tal cosa; yo no puedo probar que no di mi 
consentimiento. Lo que puede pasar es que otro interesado 
pruebe que sí lo di. Pero esa circunstancia, que en el fondo 
es jurídica, y que creo no tuvimos en cuenta en el momento 
de aprobar esta fórmula, genera grandes dificultades. ¿Cómo 
hace una persona para probar que no hizo algo? No hay una 
fórmula para ello y, por eso, el Derecho se basa en la 
imposibilidad de la prueba negativa. Nadie tiene que probar 
que no mató a otro; lo que hay que hacer es probarle a esa 
persona que sí mató. 


Entonces, en Derecho existe el principio general de que 
la prueba negativa, o no es posible o es diabólica. A mi 
juicio, esto es lo que justifica, de manera muy drástica, que 
haya que elaborar uno o dos artículos interpretativos. 


Ahora bien; cabe preguntarse cuál sería el contenido de 
esa interpretación. En esta materia, ha habido dificultades. 
Desde ya adelanto que en nuestra Bancada todavía no 
tenemos un criterio consensuado como para fijar una posi- 
ción en conjunto, por lo que seguramente a la hora de votar 
deberemos pedir un cuarto intermedio. De cualquier mane- 
ra, quiero decir que comparto este proyecto de ley, ante 
todo porque me parece que jurídicamente responde a esa 
necesidad de interpretar el artículo 31. Por mi parte, no 
puedo admitir que este artículo haya quedado como una 
especie de pantalla o como una norma de enganche, tal 
como se las denomina en Italia. Me refiero al hecho de 
establecer una norma cuyo contenido atraiga y aparezca 
como algo bueno. Muchas veces se expresa -y lo voy a decir 
sin la intención de generar una cuestión política- algo así: 
“Esto que estoy creando es un impuesto, pero va a tener 
fines sociales”. Esta sería, entonces, una norma de engan- 
che, como dicen los italianos. En este caso no fue así, es 
decir, no fue esa la intención de nadie y, por lo tanto, hay 
que dar aesto alguna practicidad, algún contenido factible. 
En ese sentido llamo la atención, pues desde el mes de 
diciembre de 2002 tenemos una ley que previó que una 
Comisión se expidiera, caso a caso, en un plazo máximo, 
prorrogable, de sesenta días, lo que no ocurrió. Es decir que 
aunque se supone que dicho plazo se podía prorrogar, creo 
que hasta ahora la Comisión no ha emitido resolución con 
respecto a ningún caso. Entonces, la práctica nos muestra 
que es necesario legislar. No se puede dejar a una Comisión 
“in eternum”. 


Por mi parte, tengo alguna experiencia en el tema de las 
liquidaciones de Bancos, porque trabajé en varios casos y 
conozco algunas que duraron más de 20 años. Asimismo, sé 
de comisiones liquidadoras que comenzaron a trabajar y 
que, luego de haber transcurrido cinco, diez, doce o veinte 
años, tuvieron que seguir trabajando. Entonces, no pienso 
que sea posible que una Comisión que hasta ahora no ha 
podido solucionar -al menos, que yo sepa- un número 
mínimo de casos, pueda seguir con un sistema como este, 
que tiene dificultades probatorias muy grandes. 


Así pues, con un criterio pragmático, debo decir que 
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desde el punto de vista de la Filosofía del Derecho, adhiero 
a la llamada Escuela Realista, de origen escandinavo, que 
últimamente se ha extendido en muchos países, tratando de 
superar el normativismo kelseniano y el jusnaturalismo que 
todavía se mantienen en muchas legislaciones. Esa postura 
realista en materia jurídica -que incluso está de moda en el 
Derecho Laboral- nos dice que así como está el sistema, no 
ha podido funcionar, y esa experiencia hace que sea nece- 
sario legislar. 


Por otro lado, en esa legislación veo un proyecto que ha 
sido cuidadoso. Algunas personas han comentado que es 
excesivamente abierto y que al haber tantas personas am- 
paradas por él, la participación que se tendrá después en el 
resultado de los pagos de una liquidación, será menor. Pero 
este es un principio aritmético. Si en una liquidación hay 
diez acreedores, ellos cobrarán más que si fueran veinte, 
treinta o cincuenta. La cuestión es determinar si es justo O 
no que se considere acreedores, o sea ahorristas, a las 
personas que la ley interpreta que deben considerarse como 
tales. Pero en cuanto a lo anterior, reitero que se trata de un 
argumento que he escuchado muchas veces, sobre todo de 
parte de las autoridades del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


En lo personal, considero que, en líneas generales, este 
proyecto de ley tal como está es muy justo. Es claro que 
puede haber algún caso de injusticia, es decir, puede existir 
el caso de una persona que no sólo haya dado su consen- 
timiento, sino que incluso haya dicho a un gerente que la 
operativa le parecía perfecta porque le permitía cobrar ma- 
yor interés; aún más, puede haber manifestado su interés en 
tener su dinero en el exterior debido a su falta de confianza 
en el Uruguay. No niego que este tipo de cosas puede 
ocurrir, pero la fórmula que hablaba de los que estuvieran 
enterados fue superada y ahora no se dice “sin su conoci- 
miento”, sino “sin su consentimiento”. Y puede haber ca- 
sos en los que se haya dado un consentimiento, no ya 
escrito, sino verbal, manifestando que además de tener 
conocimiento de la situación, existía un deseo expreso de 
que se procediera de esa forma. Obviamente, también puede 
haber personas con una formación intelectual tal que les 
permita escudriñar en la operativa de un Banco y captar que 
en realidad lo que se está haciendo es depositar en el 
exterior. 


Claro que todo esto puede ser posible, pero este es un 
defecto propio de la ley en sentido material. Al decir esto, 
me refiero a la ley general y abstracta, porque hay normas 
que no son generales. Siempre la ley puede aplicarse a algún 
caso concreto sin lograr la justicia que en sus líneas gene- 
rales tiene. Puedo citar casos concretos de personas que 
fueron abarcadas por lo establecido en la ley que permitió 
el reingreso de funcionarios públicos perseguidos por razo- 
nes políticas o ideológicas y que, en realidad, nunca habían 
sido perseguidas por razones de esa índole. Entonces, 
admitimos que siempre se cuela algún caso de este tipo. 


Sin embargo, la otra alternativa es el criterio restrictivo, 
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y me parece que ahí la injusticia es para la mayoría. Lo que 
de alguna manera nos dice este criterio restrictivo es que, 
como principio general, estas personas debían conocer la 
situación, porque si uno escudriña una documentación 
bancaria puede llegar a pensar que la persona de algún 
modo pudo haber leído una frase donde quedaba muy claro 
que estaba operando con una entidad del exterior. 


A propósito de esto, recuerdo que cuando era empleado 
del Banco de la República, hace muchos años, me desempe- 
ñé como auxiliar trabajando en cajas de ahorro y nadie en el 
Uruguay sabía que cuando un depositante de caja de ahorro 
iba a buscar $ 100, por ejemplo, el banco estaba facultado 
para decirle que no, pues debía haber dado un preaviso de 
30 días. Nadie sabía esto, ni siquiera los empleados del 
banco, porque eso no se hacía en la práctica. La caja de 
ahorro, por naturaleza, se considera a la vista. Sin embargo, 
esa posibilidad figuraba en las viejas libretas de cajas de 
ahorro y, de hecho, una vez el banco procedió de esa 
manera, no para demorar la entrega de fondos, sino porque 
debió hacer lo que llamábamos la calculada, por la cual el 
Banco no atendía al público durante dos días para poder 
poner al día la contabilidad, con aquellas máquinas enormes 
cuyas teclas se debían golpear casi con el puño. Entonces, 
reitero que el Banco llevó a cabo esa práctica y sacó un 
aviso diciendo a la gente que en dos días las cajas de ahorro 
estarían disponibles, con los intereses actualizados. Re- 
cuerdo que a las personas que se presentaban a pelear, les 
mostrábamos esa cláusula que, reitero, nunca había sido 
usada, y que creo nunca más lo fue. Es más, supongo que 
ahora deben haberla eliminado, porque en realidad es muy 
injusto que, en relación con una cuenta que es por natura- 
leza a la vista, exista una cláusula de reserva del propio 
banco que establezca que, por decisión del mismo, se puede 
exigir un preaviso para poder retirar los fondos. Eso existía 
en aquel entonces, aunque supongo que las actuales libre- 
tas de cajas de ahorro del Banco de la República ya no tienen 
esa cláusula. 


Como decía, puede suceder que se cuele algún caso de 
alguien que no sólo conociera la operativa, sino que incluso 
la haya querido. Creo que la Comisión lleva mucho tiempo 
de trabajo, puesto que en principio se le había establecido 
un plazo de 60 días, y a menos que se pruebe que una 
persona, cuando vio venir -voy a utilizar un vocablo popu- 
lar- la maroma de la posibilidad de cierre de bancos, haya 
hecho toda una operativa a fin de sacar su dinero al exterior, 
porque no quería dejarlo en Uruguay, este proyecto de ley 
interpretativo, en principio con carácter general, incluye a 
todos los demás ahorristas. 


Una cosa es quiénes se consideran ahorristas, aspecto 
que estamos discutiendo ahora, y otra es a qué ahorristas 
se beneficia con el sacrificio del Estado al renunciar a los 
créditos que tiene contra esa masa en liquidación para que 
aquéllos, sobre todo los de montos menores, tal como 
establece el artículo 27, puedan cobrar un monto mayor o 
más aproximado a lo que tenían depositado. En ese caso, el 
referido artículo 27 prevé que se atenderá a los ahorristas 
hasta U$S 100.000. Quiere decir que la renuncia del Estado 
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alos créditos que tiene contra la masa en liquidación es sólo 
para favorecer a los ahorristas hasta U$S 100.000. Como 
dije, el determinar quién es el beneficiario del sacrificio del 
Estado, constituye un tema que está resuelto por el artículo 
27, mientras que el otro se intenta resolver a través del 
artículo 31 de este proyecto de ley interpretativo. Por lo 
tanto, apoyo esta iniciativa y, aunque no se diga, aquellos 
declarados ahorristas por esta norma interpretativa, se van 
a beneficiar del sacrificio del Estado sólo hasta U$S 100.000; 
eso está claro y creo que no es necesario establecerlo, tal 
como decía el señor Senador Núñez. 


El inciso 1* del artículo 27 de la ley N* 17.613 dice que el 
Estado renuncia a los créditos con la finalidad de proteger 
alos ahorristas para posibilitar soluciones más favorables 
en beneficio de categorías de depositantes o de depositan- 
tes hasta ciertos montos. 


Por su parte, el inciso 2* señala que se priorizará a los 
depositantes para complementar con los recursos referidos 
en el inciso anterior, por los primeros U$S 100.000 o su 
equivalente en moneda nacional. Quiere decir que los 
ahorristas que tengan depósitos transferidos al TCB ya 
están abarcados por ese monto máximo de U$S 100.000 
como beneficiarios de ese sacrificio del Estado. Por el resto, 
concurrirá como cualquier otro ala liquidación y cobrará lo 
que pueda. 


En definitiva, por estas razones que trato de resumir, 
porque si no reiteraré argumentos que ya han sido formu- 
lados en Sala, creo que es un proyecto de ley que debe 
apoyarse. Sé que había otras iniciativas, algunas muy bue- 
nas, que se referían al concepto de la palabra “consenti- 
miento” en Derecho, porque el mismo está definido en el 
Código Civil y en el Código de Comercio. Debe quedar claro 
que toda cláusula que exista por la cual se me pueda com- 
probar que conocía eso, no supone consentimiento; éste no 
debe tener vicios, debe ser voluntario, debe estar en un 
plano de verosimilitud, etcétera. 


Entonces, reitero, conocí otros proyectos muy intere- 
santes que en lugar de este mecanismo definían qué quería 
decir consentimiento válido a los efectos del artículo 31. 
Probablemente se trate de una fórmula técnica interesante, 
pero menos explicativa que ésta, y por tal motivo he optado 
por apoyar este proyecto de ley, que considero bueno, 
desde el primer momento en que conversé al respecto con 
el señor Senador Núñez. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: antes que nada, 
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deseo señalar que, obviamente, voy a votar afirmativamen- 
te este proyecto de ley. Tengo entendido que existe una 
negociación -que es como se estila en el Senado cuando se 
tratan temas complicados- y en tal sentido me afilio a la 
fórmula más amplia posible. 


Si bien no acostumbro hacer este tipo de aclaraciones 
porque tengo el cuero curtido y lo que se dice infamemente 
me importa un comino, como ya fue publicado una vez, vuel- 
vo a decir que no estoy entre los perjudicados o estafados 
de los Bancos de Crédito, La Caja Obrera, Comercial ni Mon- 
tevideo. Como ya se dijo una vez, también quería aclararlo 
nuevamente. Ahí está mi declaración jurada para quien 
quiera leerla. En consecuencia, no me duelen prendas. 


Agradezco alos señores Senadores Sanabria y Korzeniak 
por la invocación que hicieron al artículo 31 de la Ley 
N* 17.613, con el que creí que el tema se solucionaba. La 
fórmula original decía “en contra de su voluntad” y noso- 
tros propusimos “sin mediar su consentimiento”. En aquel 
momento consideramos -y esa fórmula no la habíamos in- 
ventado nosotros, sino que habíamos sido asesorados-, al 
igual que el Senado casi en su totalidad, que con esa 
modificación solucionábamos el problema porque invertía- 
mos la carga de la prueba. Si era contra su voluntad, los 
ahorristas debían incursionar en lo que muy bien ha defini- 
do y descrito el señor Senador Korzeniak; se trataba de la 
prueba diabólica, prueba imposible o prueba por la negati- 
va. Entonces, en aquel momento todos pensamos que al 
establecer esta nueva redacción, los que tenían que decidir 
si se resarcía o no alos ahorristas eran los que debían probar 
si había mediado o no el consentimiento. De todos modos, 
es evidente que algo falló. Confieso que propuse esa solu- 
ción con absoluta buena fe y así lo entendió parte del 
Senado y quienes me asesoraron y por tal motivo la voté con 
convicción. Reitero que algo falló porque han pasado bas- 
tante más de 60 días y sigue el calvario de los señores 
ahorristas. Por lo tanto, si es que se soluciona un problema, 
votamos con alegría esta nueva fórmula que espero sea de 
interpretación clara por los técnicos que luego deben apli- 
carla, a fin de que de una vez por todas termine el calvario 
de los ahorristas. 


Por otro lado, quiero aclarar lo siguiente. En política, 
cuando se toman decisiones a nivel de Gobierno en el Poder 
Ejecutivo y en el Poder Legislativo, lamentablemente, a 
veces hay que optar. Aquí ya hice una opción que, por lo 
que me dicen, no es conveniente porque es por la minoría. 
Después del problema financiero que sufrió Uruguay y del 
que, mal que bien, se mantuvo erguido en base al patrimonio 
de credibilidad y confianza que generó durante décadas, 
teníamos ahorristas en dólares a los que queríamos devol- 
ver su dinero y deudores en dólares -había una gran corrien- 
te, ya que cada uno defiende su interés legítimo- que 
esperaban una solución. Pero resulta que no hay dos dóla- 
res: el dólar del deudor es el dólar del ahorrista. No hay dos 
dólares distintos. Si yo estoy haciendo un esfuerzo para 
devolverle al ahorrista estafado, tengo que ser muy cauto 
con el mensaje que le dirijo al endeudado en dólares. Por 
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poner un ejemplo, si perdono al que debe en dólares, estoy 
diciendo al que ahorró en dólares que no le pago. Es una 
lectura muy simple y habrá otras fórmulas, pero no hay dos 
dólares y yo hice la opción hace rato. Tengo infinidad de 
amigos que se endeudaron en dólares en el sano intento de 
producir y generar trabajo, mientras que otros lo hicieron en 
lo que lamentablemente nos ha alcanzado a los uruguayos 
descendientes de inmigrantes pobres. Este fue el último 
país de América Latina al que llegó el consumismo, pero 
llegó y hubo muchos que se endeudaron -no los critico, está 
bien, son las reglas de juego- tal vez sin necesidad de 
hacerlo para tener mayor bienestar que el que tenían o cosas 
que hacen la vida más placentera. El ahorrista, salvo alguna 
excepción y en mi modesta opinión -en este caso sí me 
comprenden las generales de la ley, porque yo soy ahorrista 
aunque no quedé atrapado al no haber sido nunca cliente de 
estos cuatro Bancos; por eso hago la aclaración-, es el 
cerno de la sociedad y el que conserva viva aquella llama de 
nuestros ancestros que vinieron muy pobres a este país y 
que valoraban el peso ganado. Por lo general, el ahorrista 
es una persona que se privó de alguna frivolidad para 
construir una vejez digna o para dejar algo a sus hijos. 
Entonces, muchos se endeudaron procurando -reitero- in- 
crementar el aparato productivo, pero otros -tengo conoci- 
dos, de modo que no me lo pueden negar- lo hicieron 
adquiriendo bienes de consumo sin los cuales se puede 
vivir; yo vengo de una época en la que el auto duraba veinte 
años, así que no veo la razón por la cual ahora haya que 
cambiarlo cada dos. De manera que si tengo que optar entre 
el que se endeudó -y ojalá pudiese defenderlo- y el que 
ahorró, lo hago por este último porque, reitero, no hay dos 
dólares y además es una persona que por lo general se privó 
-como ya dije- de alguna frivolidad para construir para sí 
mismo una vejez digna o para dar a sus hijos la posibilidad 
que por ejemplo tuve yo, de estudiar y recibirme sin prove- 
nir de un hogar que contase con grandes medios económi- 
cos. Eso sí, yo soy de los que creen -no es un juego de 
palabras- que después del conocimiento el principal patri- 
monio de las naciones en este mundo moderno es la credi- 
bilidad. Primero el conocimiento y después la credibilidad. 
Este país supo generar una credibilidad y una confianza 
muy grandes, que fueron las que nos mantuvieron en pie 
soportando la peor corrida bancaria que haya tenido que 
soportar país alguno -creo- en el planeta. Pero al mismo 
tiempo -y esto es un poco lo que me quedó junto con el dolor 
de una gran cantidad de amigos atrapados en estos Bancos, 
aunque no es la amistad la que me lleva a decir esto, sino la 
lectura que hago de la realidad- pienso qué poco somos, con 
toda la tradición de grandeza, de credibilidad y de seriedad 
que durante décadas el Uruguay se manejó, con aciertos o 
con errores, si dos o tres estafadores son capaces casi de 
voltear un país que por mucho tiempo se esforzó en generar 
una credibilidad y una solidez que lo llevó a ser el único del 
mundo que por cada dólar de su base monetaria tenía más 
de cinco en reserva. Todos los economistas dicen que la 
reserva de un país tiene que ser de dos por cada dólar, como 
es en Estados Unidos, pero Uruguay llegó a tener cinco y 
pico por cada dólar y esas reservas fueron las que nos 
salvaron. Insisto: qué poco somos si alcanza con que ven- 
gan dos o tres estafadores, dos o tres vivos, para que casi 
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nos tiren el país, porque en definitiva se trató de eso. Mi 
amigo el señor Senador Herrera -que fue el gestor de esta 
iniciativa, pulida luego en un amplio consenso por todos los 
señores Senadores- me decía, con muy buen criterio, que la 
plata nunca fue al TCB, sino alos supermercados, primero 
para comprarlos y después para tapar agujeros. Y no quiero 
hablar del otro banco, de aquel que hace un montón de años 
pedíamos por favor que no se entregase a la gente a la que 
se le vendía. Bastaron dos grupos para casi reventarnos el 
país. En cuanto a la fórmula, digo lo mismo que cuando 
propusimos aquella por la cual creíamos solucionar el pro- 
blema: cualquiera sea la fórmula, se va a subir a la misma 
algún vivo. Cualquiera sea la fórmula, se va a poder amparar 
ala misma alguno que sabía lo que estaba haciendo. Hones- 
tamente, prefiero que se cuele en la fórmula alguno que 
sabía lo que estaba haciendo -que, estoy seguro, son la 
minoría- y que no me quede afuera ninguno de los que 
fueron estafados, violados en su buena fe, que son la 
inmensa mayoría. Estas son las opciones que tenemos. 
Cuando propusimos la modificación del artículo 31, me 
constaba que alguno se iba a colar, pero ese era el precio 
que había que pagar para la inmensa mayoría que había sido 
estafada. Si con esta nueva fórmula se cuela algún vivo, 
será el precio que tendremos que pagar porque -reitero- no 
quiero que quede fuera ninguno de los que no se cuelan, de 
los que fueron engañados y estafados y junto con el resto 
del país todavía están pagando las consecuencias de lo que 
pueden hacer dos o tres delincuentes. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: en este como en 
todos los temas que tienen que ver con el sistema financie- 
ro, en muchos casos todavía seguimos sin salir de nuestro 
asombro. Digo esto con propiedad, porque creo que el 
sistema político ha reaccionado bien. Creo que el mensaje 
que por unanimidad dio este Parlamento fue bueno cuando 
al mismo tiempo que se estaba viviendo la tormenta de 
desconfianza en nuestro país, también se esclarecieron 
estafas muy grandes en el sistema bancario, que no sola- 
mente acrecentaron aquella desconfianza, sino que la pro- 
fundizaron. Recuerdo que en esos momentos se habló inclu- 
so en este mismo Senado de que lo que habían hecho al país 
los Peirano y los Róhm era criminal. Así fue catalogado en 
su momento, nada más ni nada menos, que por el entonces 
Ministerio de Economía y Finanzas, contador Alberto 
Bensión, en la propia Sala. 


Al principio decía que no salimos de nuestro asombro 
por constatar la falta de controles por parte del Banco 
Central en toda esta operativa. De lo contrario no estaría- 
mos aquí con este proyecto de ley. Esta situación y este 
manejo de los dineros de los ahorros uruguayos es a causa 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-87 


de las maniobras de estafadores que han hecho al país y a 
su futuro un gran daño. Nos va a costar mucho volver a 
tener la confianza de antes, pero no hacia fuera, sino hacia 
adentro y canalizar el ahorro nacional. Indirectamente, así 
lo estamos confesando cuando votamos proyectos de ley 
como el de fideicomiso que son otras fórmulas que generan 
mayores garantías de lo que, en definitiva, nos dio el siste- 
ma financiero nacional. Lo lamento por el país y por el 
empleo que también se daba en el sistema financiero; lo 
lamento por el crédito que precisa nuestro país, porque al 
no poder canalizar el ahorro, va a sufrir mucho. Creo que va 
a ser muy difícil que a corto plazo podamos tener el crédito 
que genera el ahorro nacional y el que, de alguna manera, 
puede salir de un sistema financiero. Si hablamos del 
ahorro nacional entre comillas -los Róhm no eran naciona- 
les, pero así se describe a la banca nacional-, nos damos 
cuenta de que pudimos generar confianza en la banca 
internacional y en la estatal, pero que realmente se estafó, 
generando damnificados de toda especie. Ojalá que aque- 
llos que se vieron damnificados por esa situación bancaria, 
tengan suerte en los juicios internacionales para que los 
accionistas que, a mijuicio, también son responsables de la 
quiebra de los bancos, reparen en algo la lesión y la estafa 
que se hizo a personas honestas nacionales y extranjeras. 
Hoy, estamos ante una situación de difícil decisión en el 
Parlamento. Digo esto, porque no me ha sido fácil razonar 
al respecto. Cuando escuchaba al señor Senador Herrera, 
coincidía con gran parte de lo que él decía sobre la evolu- 
ción de los razonamientos frente a datos y documentos que 
se nos fueron acercando para darnos un juicio de valor y 
poder ser lo más justos o ecuánimes posibles a la hora de 
tomar un rumbo o una decisión. 


Debo decir que he llegado a esta sesión del Senado con 
dudas; no he venido con un panorama claro, porque el tema 
no es blanco o negro, sino tenuemente gris y corremos el 
riesgo de cometer injusticias que no queremos, cuando lo 
que deseamos es hacer Justicia. 


Después de un largo trajinar, hoy tenemos una instancia 
de decisión que el Senado trató de resolver de una manera; 
lamentablemente, no logró una solución eficaz. Cuando se 
votó el artículo 31 original, se buscó crear una Comisión 
integrada por gente con formación jurídica y conocimientos 
bancarios -que no tengo-, que pudiera tomar una decisión 
que nos diera luz, estudiando los expedientes caso por 
caso. Luego de cierto tiempo, la misma Comisión, que se 
generó en el Banco Central, vino a la Comisión de Hacienda 
a decirnos que no tenía apoyatura legislativa como para 
tomar decisiones de este tipo. En realidad, adoptó posicio- 
nes que ya habíamos tomado cuando votamos el artículo 31. 
Si hay algo en lo que fuimos claros quienes apoyamos el 
artículo 31 original, fue que no queríamos contemplar a 
quienes fueron a depositar en el TCB Carrasco, como co- 
múnmente se dice, sino a aquéllos a los que, habiendo 
depositado en el Banco Montevideo, se les engañó, se les 
estafó y se les indujo a pasar sus depósitos al TCB. Cabe 
aclarar que algunos tenían cierto conocimiento de lo que 
estaban haciendo y otros, no. 
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Aquí radica el problema al que nos vemos enfrentados 
en el día de hoy, para entender si las medidas que vamos a 
tomar sobre este proyecto de ley, que estoy seguro vamos 
a modificar, son las más justas o no. 


En lo que tiene que ver con estas decisiones que vamos 
a adoptar, hay una noticia realmente sorprendente y es que 
la Comisión que creamos en el Banco Central y a la que, de 
alguna manera, le encargamos el estudio caso por caso de 
estos temas, es una Comisión idónea que, según sus inte- 
grantes, no tiene elementos legislativos para tomar decisio- 
nes; al mismo tiempo y respecto de un caso similar o 
idéntico, no toman decisiones comprometidas, jugadas. 
Reitero que no se han tomado decisiones y es por ello que 
hoy los Legisladores debemos tomarlas sobre la interpreta- 
ción del artículo 31. Además, el Directorio del Nuevo Banco 
Comercial, sin previa consulta a esta Comisión y haciendo 
uso de potestades que creyó le correspondían y que no 
fueron cuestionadas por el Banco Central, tomó una actitud 
similar. Es cierto que no se trataba del TCB Caimán, pero sí 
del Banco Comercial Curagao y ante una situación idéntica, 
que era una forma de vaciamiento y estafa del Banco Comer- 
cial, su Directorio tomó la decisión de contemplar a todo el 
mundo que estaba en esa situación. No sé si la medida que 
adoptó el Nuevo Banco Comercial tiene el tope de 
U$S 100.000 al que hacía referencia el señor Senador 
Korzeniak, aunque creo que no. Habla del prestigio del 
Nuevo Banco y de que muchos que creían que estaban 
depositando en un banco internacional de gran renombre, 
no lo estaban haciendo allí, sino en el Banco Comercial 
Curagao. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL .- Quisiera hacer una aclaración. Re- 
cuerdo que a los depositantes del Banco Comercial a quie- 
nes se les llevó la plata afuera, el anterior Banco Comercial 
los incorporó, dado que tenía interés de generar confianza 
en el mercado. Pero ahí el que actuó fue el sector privado y 
no el Estado. Obviamente, el Banco Central debió haber 
controlado y regulado. Pienso que dicho Banco tiene mucha 
responsabilidad en todo esto. Pero esta es una Institución 
privada que resolvió, de sus propios fondos, incorporar a 
esos depositantes. Simplemente, quería hacer esta aclara- 
ción para que el señor Senador pudiera continuar con su 
razonamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Heber. 


SEÑOR HEBER.- El señor Senador Couriel tiene razón, y 
agradezco que haya hecho la aclaración. Efectivamente, no 
fue el Nuevo Banco Comercial, sino la misma persona; de allí 
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surgió la confusión. Fue el Banco Comercial en su etapa 
anterior -obviamente, su Directorio o el designado inter- 
ventor- el que decidió pagar todos los depósitos. Según 
parece, la argumentación era generar confianza o aparecer 
confiable, pagando sus obligaciones internacionales, aun 
aquéllas que no habían sido depositadas directamente en 
un banco extranjero de gran nombre, sino aquellos depósi- 
tos que estaban, al igual que en el TCB Caimán, en el Banco 
Comercial Curagao. 


Traigo todo esto a colación, porque es el problema que 
tenemos que analizar en este tema. No es fácil adoptar una 
posición y uno se pregunta por qué se es tan duro y tan 
severo-estoy hablando del Banco Central- a la hora de 
juzgar a los ahorristas del Banco Montevideo que deposi- 
taron en TCB Caimán y por qué tan generoso y permisivo a 
la hora de pagar los ahorros de la gente que tenía su dinero 
en el Banco Comercial Curacao, cuando se trataba de situa- 
ciones casi idénticas. Lo que puedo decir en un caso, ¿no 
lo puedo decir en el otro? Creo que estas situaciones son 
gemelas, aunque quizás no aparecieron públicamente como 
sí lo hicieron las organizaciones de los damnificados del 
TCB Caimán. Francamente, no he visto organizaciones de 
damnificados del Banco Comercial Curacao. Sin embargo, 
todos los integrantes de la Comisión de Hacienda no sali- 
mos de nuestro asombro ante el hecho de que se haya 
pagado cada uno de los depósitos existentes en esta insti- 
tución extranjera. En este caso, se trataba de una institución 
que estaba más en el extranjero que otras. Digo esto, porque 
he tenido la percepción de que algunos señores Legislado- 
res no lo comparten; incluso, me han llegado muchos men- 
sajes por correo electrónico que tampoco comparten mi 
tesis. Existen dos acepciones del TCB: el TCB Caimán y el 
TCB Mandatos. El hecho es que ninguna de las dos estaba 
habilitada por el Banco Central para captar ahorro nacional, 
pero una de ellas -el TCB- estaba habilitada como casa 
bancaria y funcionaba en la calle Arocena, en el barrio de 
Carrasco. Como otros bancos, tenía la posibilidad de traba- 
jar como banca “off shore”, con la prohibición de captar 
depósitos de residentes. Aquí existe una confusión que 
habla a favor de quienes, en el Banco Montevideo, les 
pueden haber informado que los iban a pasar al TCB, 
cuando el Banco Central había permitido el funcionamiento 
de una casa bancaria. Sé que en la jerga financiera esto es 
sustancialmente distinto, porque así se nos explicó en la 
Comisión de Hacienda, pero coincidamos, como simples 
depositantes, en que el hecho de que haya habilitaciones 
para que funcione el TCB y no para que una casa bancaria 
de Velox pueda establecerse en el país, resulta más claro que 
decir que se está depositando directamente en el exterior y 
no dentro del país, ya sea para un caso o para el otro. Es más; 
cuando se hablaba de que los depósitos iban al Banco 
Comercial Curagao, se estaba diciendo claramente que los 
mismos se estaban llevando al exterior. Siendo 
sustancialmente distinto lo que pasó en el caso del TCB, 
naturalmente, podían generarse mayores niveles de confu- 
sión. 


Hemos estado navegando entre todas estas dudas y no 
creo que sean válidos algunos planteamientos frente a las 
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demoras que, lamentablemente, hemos tenido. Son 
cuestionamientos que uno entiende y comprende. ¡Cómo 
no se va aentender -tal como decía el señor Senador Millor 
hace unos instantes- a quien tiene ahorrado el dinero que 
ha juntado durante toda su vida y al que un día le dicen que 
no tiene nada! ¡Cómo uno no va a entender al ahorrista, que 
a veces es clasificado en categorías -según tenga o no los 
depósitos en el Banco Montevideo-, y que creyendo que 
tenía sus depósitos en el Banco Montevideo, un día se da 
cuenta que le transfirieron su dinero al “extranjero”, entre 
comillas! ¡Cómo no voy a entender esas situaciones! 


Creo que la mejor dilucidación de este tema se va a dar 
cuando levantemos la mano -en uno u otro sentido-, estan- 
do convencidos de lo que estamos haciendo. El que este- 
mos plenamente seguros de lo que hacemos, es lo mejor y 
lo más justo, aunque discrepemos y estemos enfrentados a 
algunas de las organizaciones que legítimamente reclaman 
lo suyo. 


Lo cierto es que hay elementos que nos hacen dudar; la 
semana pasada me llegaron nuevos elementos de juicio, que 
mi Bancada necesitaría conocer. Es por eso que, finalizada 
mi intervención, si no hubiera ningún otro señor Senador 
anotado para hacer uso de la palabra y antes de votar en 
general el proyecto de ley para introducirnos en la discu- 
sión particular, voy a pedir, en nombre del Partido Nacional, 
un cuarto intermedio, a los efectos de poder comentar y 
analizar con mis compañeros de Bancada que no son miem- 
bros de la Comisión de Hacienda dichos elementos, ya que 
necesitamos tener conocimiento y calibrar la profundidad 
y la trascendencia de esa documentación que se me ha 
acercado. 


En todos estos meses hemos debatido en torno a si es 
factible o no fijar una fecha que dé certezas en cuanto a lo 
que es la estafa. Ahí está la gran duda que tenemos, que no 
está motivada en el monto, ni en la tasa de interés, ni en los 
plazos, sino en si el ahorrista fue engañado o no a la hora 
de pasarle los depósitos del Banco Montevideo y un buen 
día, en la misma cuenta, con el mismo logo y con el mismo 
membrete, se dio cuenta de que no estaban en esa institu- 
ción sino en el Trade % Commerce Bank de las Islas Caimán. 
A veces, en documentos con el logo del Banco Montevideo 
hasta con lápiz o birome y en forma manuscrita se pone tcb 
y la tasa de interés. 


Me he devanado los sesos, señor Presidente, buscando 
una fecha que fuera objetiva. No obstante, llegué a una 
coincidencia con los señores Senadores Astori y Couriel 
con quienes trabajamos en torno al tema y planteamos 
preguntas que únicamente buscaban ser más justos o, por 
lo menos, menos injustos. Debemos tener en cuenta que 
esto lo paga el Estado y los ahorristas del Banco Montevi- 
deo. Esta es una verdad que hay que decir. Va a haber gente 
que, por intermedio del Estado y sin tener un solo ahorro, 
estará pagando o ayudando a restablecer la credibilidad del 
ahorrista nacional en el sistema. 
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Entonces, en el caso de que el proyecto de ley se vote 
tal cual ha venido estaremos diciéndole al ahorrista del 
Banco Montevideo cuyos depósitos no fueron pasados al 
Trade 8£ Commerce Bank que cobrará menos de lo que 
podría o pretendía cobrar, porque hemos contemplado a una 
serie de ahorristas que vamos a categorizar como ahorristas 
nacionales y que, por lo tanto, serán cuotaparte, al igual que 
los del Banco Montevideo. Eso es así, señor Presidente. En 
consecuencia, no estamos ante una decisión fácil. Se trata 
de una decisión en la que debemos estar plenamente segu- 
ros de lo que vamos a hacer. 


En función de lo expuesto, debo decir que en el trabajo 
de la Comisión de Hacienda llegué al pleno convencimiento 
de que era lógica la fecha -y por ello estaba dispuesto a 
votarla- propuesta en una redacción sustitutiva de los 
señores Senadores del Encuentro Progresista - Frente 
Amplio Astori y Couriel. 


De todas maneras, antes de tomar una decisión definiti- 
va sobre el punto, insisto en que quiero analizar los docu- 
mentos que se me acercaron la semana pasada, rebatiendo 
lo que para mí era un informe veraz de KPMG que advertía, 
por escrito, a los ahorristas del Banco Montevideo acerca 
de que sus depósitos no estaban en esa institución sino en 
el TCB de las Islas Caimán y que tenían que firmar un talón 
en el que se decía que habían tomado conocimiento de que 
la información había llegado a manos del interesado. Ahora 
bien, también tengo información que pone en duda este 
informe de KPMG y el haber tomado conocimiento, todo lo 
cual quiero analizar con mis compañeros de Bancada antes 
de adoptar una decisión final acerca de si fijamos o no una 
fecha. 


Descarto lo que decía el señor Senador Korzeniak y 
luego me voy a referir a ello. 


SEÑOR HERRERA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HERRERA.- Es únicamente para aclarar lo refe- 
rido al Banco Comercial. 


La operativa se hacía con una compañía instalada en 
Curacao que, a su vez, se suponía -quizá alguna vez lo hizo- 
trasladaba sus depósitos al ABN Amsterdam, lo que daba 
una idea de garantía, de solidez y de respetabilidad a la 
operación. Sucede que esa compañía de Curacao retiró 
todos los fondos de ABN Amsterdam pero sus ahorristas 
pensaban que su dinero estaba allí, cosa que no era así. Esto 
en cuanto ala operativa en sí misma que, por cierto, es bien 
similar a la que estamos analizando en relación al Banco 
Montevideo. 
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Lo segundo es quién tomó la decisión de restituir la 
totalidad de los depósitos. No fue el anterior Directorio del 
Banco Comercial, ni tampoco el Directorio del Nuevo Banco 
Comercial, sino que se dio en el período en que el Banco 
estaba intervenido. Esto se descubre cuando cae el Banco 
Comercial, cuando van presos algunos de sus propietarios. 


Repito, entonces, que no se trata de una decisión del 
antiguo Banco Comercial, ni del Nuevo Banco Comercial, 
sino que fue una decisión de la intervención una vez puesto 
al descubierto el, digamos, estado de “default” en que se 
encontraba el Banco Comercial. 


A propósito de eso, lo único que agrego es que aquí está 
el Senado de la República discutiendo sobre la interpreta- 
ción del artículo 31; sin embargo, el señor interventor de 
aquel Banco Comercial tuvo más facultades que las que 
estamos teniendo nosotros. En un ucase y en función de la 
imagen comercial del Banco resolvió restituir todo el dinero 
y nosotros, por la misma operación, estamos discutiendo 
desde hace ya bastante tiempo porque creo que, coincidien- 
do con lo que se ha manifestado en Sala, había una expec- 
tativa en torno a la Comisión como herramienta, que no se 
ha correspondido en los hechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado ala Mesa una moción 
en el sentido de que se prorrogue el tiempo de que dispone 
el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

- 16en 17. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Agradezco la interrupción al señor 
Senador Herrera, no sólo por la aclaración que ha hecho 
sino también porque me ha dado un poco de tiempo para 
ordenar los miles de papeles que tenemos sobre nuestra 
banca. 


Tengo en mi poder informes del año 2000 y del 31 de 
diciembre de 2001 que ponen en duda si los depositantes del 
Banco Montevideo fueron informados. No sólo voy a acer- 
car este material a los Senadores de mi partido, sino que 
también lo compartiré con los restantes integrantes del 
Cuerpo, porque ésta no es una decisión partidista. Es 
probable que entre todos los partidos votemos divididos, 
pero el tema es que cada uno que emita su voto lo haga a 
conciencia de que está haciendo lo mejor para el país, para 
la gente que estamos representando y para el ahorro nacio- 
nal. 


Naturalmente que estos documentos son de carácter 
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reservado, pero puedo decir que no existen diferencias 
entre un depósito del año 2000 y otro del año 2001. Esa 
documentación de que esto es una auditoría y de que los 
ahorristas fueron advertidos de que sus depósitos no esta- 
ban en el Banco Montevideo, prácticamente no existe. 


Por lo expuesto, insisto en que quiero analizar con mis 
compañeros estos documentos, porque hasta hace una 
semana para mí era suficiente ese informe de una auditoría 
que me daba la garantía de que se había informado a cada 
uno de los depositantes del TCB. A sabiendas de esto es 
que gran parte de los damnificados del Trade € Commerce 
Bank me han hecho llegar este material así como otros 
relativos a juicios y procesamientos que están a nivel de la 
Justicia y que son definitorios sobre el punto. 


¿Qué es lo que sucede? Vuelvo a tener dudas sobre lo 
que estaba seguro y estoy dispuesto a discutir, de frente 
y acaloradamente con los representantes de los damnifica- 
dos del TCB porque, siestoy convencido, no me presionan, 
ni me llevan por delante. No me van a llevar por delante a 
presión, ni tampoco a partir de manifestaciones o porque me 
esperen en la entrada de algún lugar ¡de esa forma no me 
convencen y lo quiero decir respecto a este tema y para 
cualquier otro! En cambio, si me convencen de que existe 
razón en cuanto a que es muy difícil poner una fecha, debo 
decir que, sobre lo que ya estaba convencido cuando 
trabajé en la Comisión de Hacienda -después de analizar 
esta documentación con mi partido y mis compañeros de 
Bancada a quienes ya les había anunciado que era partida- 
rio de poner una fecha que estaba establecida en un proyec- 
to de ley sustitutivo-, estamos dispuestos a discutir nueva- 
mente. De lo que se trata, no es de morir abrazado a una 
bandera, sino de estar muy seguro de lo que se está hacien- 
do, verificando si se está caminando en la dirección correc- 
ta. 


Por otro lado, me hace fuerza lo del Banco Comercial 
Curacao, información que traje ahora. Sobre esto me alegra 
haber coincidido en algunas reflexiones con otros señores 
Senadores. También me hace fuerza que si se quería sacar 
la plata para afuera, había Bancos que podían realizar los 
depósitos en el exterior. A su vez, en sentido contrario me 
pesa el hecho de que a partir del año 1993, cuando se le dio 
permiso al TCB para establecerse, se han generado pasajes 
y estafas a los ahorristas, sobre todo por la necesidad de 
capitalizar el Disco y las inversiones de los Peirano, lo que 
llevó al vaciamiento de esta institución, así como también 
del Banco Montevideo, del Banco Alemán y de todas las 
demás instituciones financieras que poseía este grupo eco- 
nómico. Estas instituciones sufrieron la caída por la parti- 
cipación de este grupo en el Disco y otras inversiones que, 
en elexterior, también efectuaba. No es solamente en el año 
1993 en que se generan estos vaciamientos, y aunque no 
tengo la certeza, me genera la duda que establecer una fecha 
puede ocasionar un mayor nivel de injusticia. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 
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SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando el señor Senador Heber 
habla del tema de la fecha, me gustaría agregar un elemento 
más que me parece muy importante por el razonamiento que 
estamos haciendo, más aún si con esto se llega a una 
voluntad común que podamos tener todos. 


El Banco Montevideo tenía una alta exposición con el 
TCB, no de un año o dos, sino de más de dos años y medio 
y, además, un monto de dinero muy alto en el exterior y con 
una sola institución. Esto tendría que haber sido controlado 
por el propio Banco Central, lo que no ocurrió. 


Cuando el señor Senador Heber dice que cuenta con 
información que establece que a algunos se les informó y a 
otros no, por la consultora correspondiente, cabe señalar 
que en ningún momento dicha consultora les informa que el 
Banco donde ellos tienen depositado su dinero y que está 
en un certificado de depósito a nombre del Banco Monte- 
video en el TCB, tiene una alta exposición. Tampoco se les 
informa -el Banco Central no informó ni solicitó los papeles- 
que era el TCB. 


Cabe señalar que la actividad bancaria tiene expresa- 
mente prohibido prestarse a sí misma. Se toma determinada 
cantidad de depósitos y se prestan. Hay encajes y toda una 
operativa estudiada y analizada para que el sistema finan- 
ciero funcione con regularidad. Reitero que no se deja 
prestar a sí mismo ni a empresas que pertenezcan al propio 
Banco. ¿Por qué? Porque la historia de esas actividades 
demuestra que cuando esas empresas no funcionan, termi- 
nan quebrando a la propia institución. Sin embargo, el 
Banco Montevideo prestaba a una institución que les per- 
tenecía y, a la vez, enviaba el dinero a Argentina por el tema 
de las empresas Disco y demás. 


En consecuencia, todo esto no se informó. Hubo una 
operativa y se puede partir de la base de que ésta existió, no 
hay que desconocerla y luego podríamos estudiar el tema de 
la fecha. Creo que al final uno se termina convenciendo de 
que no es posible poner fechas porque, cuando se hace esto 
y además se establecen límites, se cometen injusticias. De 
todos modos, se trata de un convencimiento personal que 
no pretendo que sea compartido. 


De cualquier forma, si aceptamos que aquí hubo una 
operativa, también tenemos que partir de la base de que el 
Banco Central tuvo responsabilidad. Si aceptamos esto, 
debemos tomar por este camino, o dentro de cinco o seis 
años el Estado uruguayo, que ya está poniendo un monto 
de dinero inmenso para atender este problema, va a terminar 
pagando por segunda vez lo que ahora, por el artículo 27, 
estamos tratando de contemplar a todos. Lo cierto es que la 
ley que se votó en el mes de diciembre tenía un artículo 27 
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que establecía un monto de dinero para los damnificados. 
Los damnificados son los ahorristas que surgen cuando al 
final se intervino la institución; pero si se hubiera interve- 
nido quince días después, habría más . A su vez, si se 
hubiera intervenido antes, supuestamente habría menos 
damnificados. 


En definitiva, los damnificados son los ahorristas; unos 
y otros. Los que están afuera, por toda la dinámica y 
Operativa que llevó el Banco Montevideo, también son 
damnificados y con el mismo artículo 27 tendríamos que 
atenderlos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Heber. 


SEÑOR HEBER.- No voy a extender mucho más mi 
exposición. 


Alguno podrá decir: “¿Qué hizo el señor Senador Heber? 
¿Trajo dudas?”. Así es, las tengo. No estoy plenamente 
seguro, llego a esta sesión y creo que nos ha ayudado 
mucho, incluso la demora, para tratar este tema, analizarlo 
y estudiarlo, tratando de ser lo más justos posible a la hora 
de tener que decidir. 


Respecto a lo que ha manifestado el señor Senador 
Michelini, creo que le asiste razón. Existe responsabilidad 
del Banco Central; es muy claro. También se me ha alcanza- 
do el documento por el cual el Banco Central dispone que 
no se pueden pasar depósitos de residentes a ningunas de 
estas dos instituciones. Dicho documento, de fecha 9 de 
diciembre de 2002, hace referencia a una nota enviada al 
señor Javier Fazio, por el gerente de área Jorge Ottavianelli, 
del Banco Central. Allí, básicamente se establece que el 
TCB Mandatos no está ni estuvo nunca autorizado a actuar 
como empresa de intermediación financiera. En consecuen- 
cia, no se encontraba habilitada por el Banco Central del 
Uruguay para actuar como tal pero, sin embargo, lo hizo. 


Por otro lado, con fecha 4 de julio de 2002 el Banco 
Central del Uruguay comunica que ha resuelto la elimina- 
ción del TCB Mandatos S.A del registro de representantes. 
En cuanto a la sociedad Trade £ Commerce Bank, no se 
encontraba autorizada a operar como empresa de 
intermediación financiera en el Uruguay y, en consecuen- 
cia, no mantenía sucursales. 


Quizás en todo esto nos tendríamos que preguntar sobre 
la capacidad técnica del Banco Central en cuanto al contralor 
que debe hacer de estos asuntos. Sobre todo lo que pasó 
nos queda una gran duda. También hay responsabilidad del 
Senado porque, reitero, hay responsabilidad del Banco 
Central de gran parte de lo que ha pasado en el Uruguay. El 
Banco Central es responsable de gran parte de lo que ha 
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pasado en el Uruguay. Suscribo casi todas las palabras que 
figuran en el informe hecho en nombre de nuestro Partido 
por el Representante Ricardo Berois, en cuanto a que la 
Comisión Investigadora del Sistema Financiero realizó un 
excelente informe que es motivo de orgullo de mi Bancada 
y de mi Partido, ya que, en definitiva, fue quien estudió 
seriamente todo lo que pasó y analizó las responsabilidades 
que, de alguna manera, establece en dicho informe. 


Naturalmente, señor Presidente -como me acotaba re- 
cién el señor Senador Gallinal-, en todo este proceso tam- 
bién existió un mensaje muy claro del Gobierno. Meses an- 
tes de producirse la situación de desconfianza en el sistema 
financiero nacional, se le vendió un Banco al Grupo Peirano, 
el Banco La Caja Obrera, en solamente U$S 5:000.000. Jun- 
to con el señor Senador Gallinal -esto consta en la versión 
taquigráfica de la Comisión de Hacienda del Senado de la 
República- cuestionamos al entonces Presidente del Banco 
Central, contador César Rodríguez Batlle, por tomar esta 
medida. Creo que fue una señal que se dio al país y que, 
obviamente, generó confianza. Si a este Grupo económico 
se le vendía el Banco La Caja Obrera, se estaba dando una 
señal de confianza que pudo haber inducido a confusión a 
muchos ahorristas. 


Este tema es muy problemático -realmente ha sido muy 
lamentable todo lo acontecido en el Uruguay- y debemos 
inclinarnos por los informes de los Representantes, ya que 
consideramos que tenemos que legislar mucho más en esta 
materia, preparando más a nuestra gente a la hora de cuidar 
el sistema financiero nacional. Es muy claro que el Banco 
Central no cumplió con su cometido. 


Señor Presidente: la Justicia sabrá y determinará, en 
definitiva, quién es responsable de las estafas que se hicie- 
ron en nuestro país, pero lo más importante es que en la 
decisión de esta tarde no agreguemos a las injusticias que 
ya se cometieron en nuestro país, otra más. 


Si hay más oradores inscriptos, con mucho gusto escu- 
charé todos los argumentos que se puedan verter en esta 
Sala de uno y otro lado, con el respeto que merece esta difícil 
decisión del Senado, pero si nadie más desea hacer uso de 
la palabra pediré un cuarto intermedio para analizar con mi 
Bancada la decisión a tomar esta tarde que, a mi juicio, es 
de las más trascendentes que hemos debido adoptar en los 
últimos tiempos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Larrañaga) 
SEÑOR LESCANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR LESCANO.- Realizaré una muy breve interven- 
ción, sin entrar en las profundidades y complejidades del 
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tema, a modo de fundamento anticipado de voto a favor de 
esta propuesta de proyecto de ley sustitutivo que el Senado 
está considerando, a efectos de expresar muy sucintamente 
una Opinión comprometida en la materia. 


Aclaro que no tengo ninguna vinculación directa ni 
indirecta con los actores involucrados en este proceso, 
porque de lo contrario debería haber solicitado la venia del 
Cuerpo para expresar mi opinión, de acuerdo con el Regla- 
mento vigente. 


Creo, en el fondo, que este tema no puede considerarse 
aislado del contexto de las enormes dificultades y -si se me 
permite- de la patología que ha demostrado el sistema 
financiero uruguayo; la falta de precauciones, de controles 
y de voluntad política para corregir algunas anomalías 
impidió que se evitaran este debate y, en gran parte, la 
catástrofe por la que ha atravesado el país. 


Si se me autoriza hacer una brevísima referencia perso- 
nal, diré que en el año 1987 tuvimos la responsabilidad de 
actuar como Miembro Interpelante al entonces Ministro de 
Economía y Finanzas -oportunidad en la que tuvimos el 
honor de ser asesorados por el hoy Senador, economista 
Alberto Couriel, entre otros-, acerca de la compra del Banco 
Comercial. Por cierto, la situación actual no es la misma, 
pues la globalización y todas las operativas se han modifi- 
cado sustancialmente a lo largo de estos años, pero ya en 
aquel momento algunos de estos aspectos estaban presen- 
tes. 


Repasando la versión taquigráfica de aquel evento que 
duró casi tres días, encontramos que expresamos al señor 
Ministro de Economía y Finanzas que en caso de no actuar 
con extrema severidad en los controles bancocentralistas y 
con una gran voluntad política acerca de las responsabili- 
dades del Estado y de las empresas propietarias de la banca, 
en algunos años -concretamente hablamos de 15 años- 
podríamos volver a discutir lo mismo en el seno del Parla- 
mento Nacional. Lamento que aquella modesta advertencia, 
de hecho, no haya sido tenida en cuenta. Creo que muchas 
de las citadas carencias del sistema agudizaron o amplifica- 
ron una crisis que, desde luego, también tuvo efectos 
exógenos en el marco de la crisis regional, que sin duda no 
podemos desconocer. 


Por aquello de que no hay mal que por bien no venga, 
temo que esta crisis que puso en la agenda política y de la 
vida del país al sistema financiero, y de la cual se salió 
actuando todos con alto grado de responsabilidad y de 
madurez, no vaya acompañada de una legislación, del dic- 
tado de una normativa -comorecién reconocía y reclamaba 
el señor Senador Heber- y, fundamentalmente, de una vo- 
luntad de gestos políticos de la Administración que, por 
ejemplo, impidan algunos de los sucesos que no dudo en 
calificar de escandalosos y que, como toda la opinión 
pública sabe, están sucediendo en ciertas áreas del sistema 
financiero. En definitiva, lo peor que podría ocurrirnos alos 
uruguayos es que la historia haya pasado en vano. 
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En cuanto al tema que nos ocupa diré que lo hemos 
seguido con mucha responsabilidad y atención. Lo hemos 
estudiado y confesamos haber llegado a la plena convic- 
ción política y moral de que lo que más se acerca al ideal de 
justicia es acompañar una solución de esta naturaleza, que 
cuente con la máxima amplitud posible en el espacio y en el 
tiempo. Sabemos, sin duda, que no habrá una solución 
ideal, como tampoco la hubo en las tantas leyes que en su 
momento votamos sobre refinanciación del endeudamiento 
-0, mejor dicho, del sobreendeudamiento- de distintos sec- 
tores de la vida del país y, especialmente, del sector 
agropecuario. No somos ingenuos, señor Presidente; sa- 
bíamos que en la red grande de aquellas soluciones se 
estaban colando tiburones que, hasta el día de hoy, dece- 
nas de años después, siguen gozando de muy buena salud. 
Más tarde o más temprano, esa injusticia de que el Estado 
también se haga cargo de quienes lucran con situaciones de 
esa naturaleza tiene que llegar a su fin, y para ello debere- 
mos encontrar soluciones de fondo. Pero debe tenerse en 
cuenta que en aquella oportunidad estábamos tensionados, 
pues nos debatíamos entre sancionar a quienes lo merecían 
y contemplar a una inmensa mayoría que, efectivamente, se 
había endeudado con propósitos favorables al interés na- 
cional. 


Salvando las distancias, algo parecido nos ocurre ante 
esta situación. Hemos llegado a la convicción plena y 
responsable -como ya he dicho- de que existe una gran 
mayoría de clientes del Banco -bien lo resaltaba el señor 
Senador Núñez en su intervención-, algunos de larga data, 
con un conjunto bien determinado de elementos que hacen 
que sea inequívoca la interpretación de que fueron induci- 
dos a realizar ciertas operaciones sin tener un pleno cono- 
cimiento y, mucho menos, dar su consentimiento para ello. 


Muy brevemente -en aras de los anuncios de consulta 
que se han hecho- y respetando a los colegas -incluidos los 
del Encuentro Progresista - Frente Amplio- que sobre este 
tema tienen una posición diferente, nos sentimos en la 
obligación de expresar en alta voz que creemos que pro- 
puestas de esta naturaleza, que tengan en cuenta la máxima 
amplitud posible en el espacio y en el tiempo, se acercan más 
a un dictamen de justicia, aunque por supuesto queda 
pendiente la gran tarea de legislar, controlar y actuar con la 
voluntad y la transparencia necesarias para que esta larga 
serie de sucesos no hayan ocurrido en vano. 


Es cuanto queríamos señalar. 
SEÑOR COURIEL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: hubiera preferido 
hablar después de que la Bancada del Encuentro Progresis- 
ta - Frente Amplio tomara una resolución, para hacer mi 
discurso sobre esa base. Lamentablemente, después de que 
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tres Senadores de mi Bancada dieran su opinión, siento que 
el Frente Amplio conoce mi opinión, al igual que los miem- 
bros de la Comisión de Hacienda, pero hay muchos inte- 
grantes del Partido Colorado y del Partido Nacional que no 
están en la misma situación. 


SEÑORA ARISMENDI.- De todas formas no están pre- 
sentes, señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Pero de pronto están escuchando 
fuera del Recinto. De todos modos quiero dejar constancia 
de que estoy hablando, fundamentalmente, para que los 
integrantes del Partido Colorado y el Partido Nacional co- 
nozcan mi posición. 


Así, señor Presidente, una primera constatación que 
quisiera hacer es la siguiente: estos temas son difíciles y 
enormemente complejos, y todo el esfuerzo se ha hecho -por 
lo menos de mi parte y sé que también de parte de otros 
Legisladores- por tratar de que esto no se discuta, de llegar 
a acuerdos y a consensos. Para el país hubiera sido muy 
importante que el Senado recibiera a la Comisión de Hacien- 
da con un consenso, con una propuesta única, con una 
propuesta común. Lamentablemente no lo conseguimos, 
pero era ese el esfuerzo que demandaba nuestra tarea en el 
Senado, pues para darle tranquilidad al país y confianza al 
sistema financiero, nos parecía muy importante no ingresar 
en una discusión -aunque siempre es del mejor nivel posi- 
ble-, y entendíamos conveniente llegar a un acuerdo en la 
Comisión para presentarlo en este ámbito. Reitero, sin em- 
bargo, que lamentablemente no lo conseguimos. 


No voy a agregar elementos de contexto porque todo el 
mundo los conoce. No obstante, quiero señalar que hubo 
una profunda crisis productiva y social, que a mi entender 
viene desde la segunda mitad de los años noventa, y hubo 
una crisis financiera en el año 2002; frente aesa crisis, sobre 
todo bancaria, el Senado hizo un esfuerzo, en mi opinión 
muy importante. Fue tan positivo que cuando se creó el 
Nuevo Banco Comercial se aprobó por unanimidad. Por 
cierto, eso fue bueno y dio tranquilidad y más confianza al 
conjunto de la sociedad y a los actores del sistema financie- 
ro. ¿Qué estábamos tratando de hacer? Tratábamos de 
atender los requerimientos y las necesidades de los depo- 
sitantes; los requerimientos y las demandas de los trabaja- 
dores y los requerimientos y demandas de los deudores. 
Digo esto, porque hasta se incluyó un artículo -que des- 
pués no se implementó- que proponía que los deudores 
pudieran pagar al Nuevo Banco Comercial mediante títulos 
del Estado, los que podrían comprar por debajo del valor 
nominal, lo que significaba una quita para su deuda. En los 
hechos, reitero, esto no se implementó, a pesar de que -co- 
mo dije antes- se incluyó y aprobó el artículo correspon- 
diente. 


Hicimos un gran esfuerzo con la Asociación de Emplea- 
dos Bancarios -AEBU-, que a pesar de ser un sindicato muy 
fuerte y con mucha trayectoria, tuvo que aceptar que que- 
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daran muchos funcionarios desempleados; es verdad que 
con un seguro de desempleo especial, pero que lo pagan los 
propios jubilados y funcionarios bancarios -que sería el 
elemento distinto al resto de la sociedad- por lo que en ese 
caso hubo un costo para los trabajadores. 


También se hizo un gran esfuerzo por encontrar una 
salida para los depositantes. ¿Por qué lo destaco? Porque 
en la situación legal normal los depositantes acreedores del 
Nuevo Banco Comercial que se creaba, simplemente hubie- 
ran recibido una parte de sus ahorros en función de la 
liquidación de sus activos; de pronto algunos depositantes 
hubieran recibido el 10%, el 20%, el 30% o el 35% del total 
de los depósitos, pero no mucho más. No había ninguna 
norma legal que los pudiese amparar y seguramente iban a 
recibir entre un cuarto y un tercio de sus depósitos. Sin 
embargo, se hizo un esfuerzo: el principal acreedor del 
Nuevo Banco Comercial era el Estado, pero éste, en lugar de 
cobrar para sí los activos liquidados, los transferiría a los 
depositantes. 


En mi discurso de diciembre de 2002 me planteé la misma 
pregunta que me hacía mucha gente: “¿Es plata del Estado? 
Si lo es, ¿por qué no se la dan a los niños pobres? ¿Por qué 
no se la dan a los merenderos? ¿Por qué no se la dan a los 
desempleados? ¿Por qué no se la dan a la Salud? En vez de 
destinarla a todas estas áreas se la dan a los ahorristas de 
estas instituciones”. Yo fundamenté que estaba bien que se 
le diera alos ahorristas ese dinero y los privilegié, de alguna 
manera -en este momento “privilegiar” es una mala palabra, 
porque no tengo ninguna duda de que los ahorristas sufren 
como locos-, los prioricé. ¿Por qué? Porque yo quería dar 
confianza al sistema financiero; porque yo quería que vol- 
vieran todos los depósitos al sistema financiero y que éste, 
a su vez, volviera a dar créditos cuanto antes para así tratar 
de reactivar el país, atender el desempleo, la pobreza, la 
niñez y todo lo que se pudiera. Sin embargo, yo sentía que 
había que priorizar alos ahorristas. Entonces, mi fundamen- 
to frente a mucha gente que me vino a hacer preguntas al 
respecto, fue éste: sin sistema financiero es muy difícil que 
podamos sacar al país de la profunda crisis que está vivien- 
do y si no se gana la confianza en el sistema financiero, va 
a ser muy difícil que ello suceda. ¡Cuántas veces en el primer 
semestre del año 2002 pensábamos y dábamos vueltas en 
torno a cómo hacer para que el sistema financiero recupe- 
rara la confianza y no se siguiera retirando los depósitos! 
Alguna vez pensamos que era necesario que se hiciera una 
reunión en la que estuvieran presentes los líderes políticos 
y los medios de comunicación, porque también estos últi- 
mos son muy importantes y tenían que ayudar a encontrar 
una salida como la que necesitaba el país en el 2002 y tratar 
en lo posible -con la libertad de información y de expresión 
correspondientes- de que no se profundizara -a través de 
rumores o de informaciones no veraces o poco nítidas- el re- 
tiro de los depósitos y se generara desconfianza. Los cuatro 
líderes, utilizando los medios de comunicación, tenían que 
salir abrazados y decir al país: “Acá estamos los principales 
líderes políticos del país y queremos trasmitir la confianza 
correspondiente”. Lamentablemente, esto no se pudo con- 
cretar y el día que ello sucedió fue el más infeliz de todos. 
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SEÑOR SANABRIA.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR COURIEL.- En este momento no, señor Senador. 


Como decía, señor Presidente, el día que se llamó a los 
líderes, venía una delegación de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, del Ministerio de Economía y Finanzas y del 
Banco Central del Uruguay -si mal no recuerdo- para infor- 
mar sobre las conversaciones mantenidas con el Fondo 
Monetario Internacional. A los líderes políticos fueron a 
contarles que el Banco de la República Oriental del Uruguay 
tenía que reprogramar sus depósitos, lo cual, sin ninguna 
duda, afectaba a esa Institución. Es más; aún está con 
limitaciones, con debilidades y dificultades a propósito de 
esa situación. Además, cuatro bancos iban a ser liquidados 
-eso era lo que se estaba diciendo-, con lo cual se afectaba 
a los depositantes, a los ahorristas, a los acreedores y alos 
trabajadores. Entonces, los líderes políticos, en lugar de 
aparecer felices porque se había conversado y porque era 
posible encontrar una solución, salieron todos con la cabe- 
za gacha y ninguno quiso hacer declaraciones al respecto. 
Lo digo, porque infinidad de veces nos sentamos a conver- 
sar con altos funcionarios del Gobierno -tanto del Ministe- 
rio de Economía y Finanzas como del Banco Central del 
Uruguay- tratando de encontrar una salida de confianza en 
el país en aquel momento tan crítico que se estaba viviendo. 


¿A quién queríamos salvar? ¿A qué depositantes quería- 
mos salvar? ¿A qué acreedores queríamos salvar? Quería- 
mos salvar a los que, a nuestro juicio, tenían una especie de 
seguro implícito de desempleo a partir de la apertura demo- 
crática. Muchas veces el señor Senador Korzeniak me corri- 
ge y tiene razón, porque antes de la dictadura en algunas 
ocasiones los depositantes también fueron afectados. Sin 
embargo, después de la apertura democrática, con el cierre 
del Banco de Italia y del Banco Pan de Azúcar, asícomo por 
las dificultades del Banco Comercial y del Banco la Caja 
Obrera, el Estado permanentemente puso plata que era de la 
sociedad uruguaya. Esa plata daba a los depositantes un 
seguro implícito, si bien no estaba legislado ni era legal, 
pero era la costumbre después de la apertura democrática. 
Lo que queríamos era salvar la situación y trasmitir tranqui- 
lidad. 


El día que concurrió el entonces Ministro de Economía 
y Finanzas -es decir, el actual señor Senador Atchugarry- al 
seno de la Comisión de Hacienda y nos dijo: “Podemos 
atender hasta U$S 100.000 de los depositantes dándoles la 
plata correspondiente”, digo, con toda franqueza, que en 
ese momento tuve una alegría impresionante y me dio una 
satisfacción porque consideraba que U$S 100.000 era una 
cifra bastante importante para las capas medias uruguayas 
-tan afectadas por el modelo económico- y por esa vía 
tendrían algún tipo de recompensa. Yo no sabía si se podía 
alcanzar los U$S 100.000, pero cuando llegamos a esa 
cantidad, dije: “Esta es una salida no menor para los depo- 
sitantes que estaban en los libros”, como los denominába- 
mos en aquel momento. 
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Sin embargo, cuando se discutió la ley, hubo presuncio- 
nes y preocupaciones; hoy tal vez tenemos más certidumbre 
y estamos más seguros de que hubo gente engañada y 
estafada. Creo que a esta altura no hay discusión, porque 
todos aceptamos que hubo engaño y estafa, así como 
también que el Banco Central del Uruguay no actuó de la 
manera en que tendría que haberlo hecho. Hasta el momen- 
to, ha surgido tanta información que afecta las funciones 
del Banco Central del Uruguay. 


Entonces, ¿qué se hizo? Se incluyó el artículo 31. Recor- 
daba hoy el señor Senador Millor que hubo una especie de 
contienda, de competencia entre los señores abogados. 
Unos, planteaban el hecho de que se hubieran llevado los 
depósitos sin consentimiento y la prueba la tenía que 
demostrar el depositante; otros, sostenían que no se pusie- 
ra “sin su consentimiento”, sino “contra su voluntad” para 
que fuera la institución bancaria la que tuviera que demos- 
trar la situación del depositante. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Esal revés, señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- No soy abogado; entonces, todo lo 
que dije es al revés. 


SEÑOR MILLOR.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador, para tratar de aclarar la situación? 


SEÑOR COURIEL.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador Millor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: es bueno que se 
sepa que en asuntos tan delicados como éste que tuvimos 
que enfrentar -para lo que, incluso, fue necesario hacer un 
curso bancario de apuro sobre un tema complejo para esta 
arquitectura del Nuevo Banco Comercial-, dentro de las 
profundas discrepancias que se exhiben en el quehacer 
político cotidiano, también se llega a coincidencias buscan- 
do la mejor salida. La contienda que describía el señor 
Senador Couriel -para dejar claro el asunto-, en la cual en 
aquel momento al menos nosotros dos tuvimos la misma 
posición, era que el artículo que se envió decía “contra su 
voluntad” y había quienes entendíamos que eso hacía que 
la carga de la prueba recayese sobre el depositante. Sin 
duda, era una prueba diabólica, porque era negativa. Hubo 
quienes -después la experiencia demostró que la fórmula no 
era tan buena- pensábamos que si quitábamos la expresión 
“contra su voluntad” y en su lugar poníamos “sin mediar 
su consentimiento”, se invertía la carga de la prueba y se 
aliviaba al ahorrista. Recuerdo que en aquello estuvimos 
todos de acuerdo aunque, lamentablemente, no sé qué 
sucedió después. Lo cierto es que arribamos a esto que hoy 
estamos tratando de sacar adelante, como forma de salvar 
a la mayor cantidad de ahorristas posible. 


Nada más. Muchas gracias. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-95 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Puede 
continuar el señor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Con esta aclaración entre “sin su 
consentimiento” y “contra su voluntad”, llegamos a una 
situación nueva. Yo no sé si realmente no nos confundió la 
actuación de la Comisión que creamos por el artículo 31; me 
refiero a si no nos confundió a nosotros cuando vinieron a 
la Comisión de Hacienda. Digo esto, porque lo que ocurrió 
fue que esa Comisión tomó los primeros 300, 400 6 500 casos 
y los separó, pensando que eran los más sencillos de 
resolver; y los resolvió negativamente. Estos eran los me- 
nos complejos, pero quedaban 700 más, entre los que hay 
algunos muy complejos. En este momento no sé cuántos 
casos analizó la Comisión, aunque tal vez haya estudiado 
800. Y ahora ya existe media docena de casos que probable- 
mente han sido contemplados y a estas personas se las va 
a incorporar como depositantes, porque fueran engañadas. 
De pronto, entre los próximos 400 va a haber una compleji- 
dad aún mayor, debido a que hay casos confusos y desde 
este punto de vista el artículo 31 intentó ser una solución. 
A veces dudo si ese artículo 31 no debería seguir funcionan- 
do hasta llegar a los 1.200 casos y ver allí qué pasa. 


De todas maneras, en la democracia hay partidos, hay 
ideologías y hay muchos intereses en juego. En el día de hoy 
concurrimos con los señores Senadores Gallinal y Singer a 
una reunión organizada por el Instituto que preside el 
General Líber Seregni, sobre Partidos Políticos y Medios de 
Comunicación. Allí, un periodista chileno dijo que la verdad 
y la objetividad no existen y que lo que uno hace es buscar 
consenso, que cuando se consigue, éste representa la 
verdad; pero mañana puede haber otro consenso y otra será 
la verdad. Pero aquí hay muchos intereses en juego y es 
lógico que los haya. 


Entonces, en una situación de esta naturaleza, cuando 
viene esa Comisión creada por el artículo 31 y plantea 
dudas, es evidente que hay Legisladores que dicen que van 
a hacer el esfuerzo de interpretar este artículo 31 si es que 
esta Comisión no tiene los instrumentos adecuados. ¿Con- 
templar a quién? A determinados sectores de depositantes. 
Creo que entre los depositantes del TCB hay tres situacio- 
nes, que son distintas y es muy difícil que yo pueda funda- 
mentarlas con nitidez, porque no cuento con los elementos 
necesarios para poder hacerlo. Por ejemplo, hay un caso de 
depositantes que conscientemente colocaron su dinero en 
el Banco Montevideo para llevarlo al TCB. Esto no esilegal, 
porque todas las instituciones bancarias reciben depósitos 
para colocarlos en el exterior. Esto es absolutamente legal, 
porque cualquiera puede ir a un Corredor de Bolsa y decirle 
que le compre Títulos de Estados Unidos, de México, de 
Chile, de Europa o de dónde quiera. Esto se debe a que en 
el Uruguay hay libertad irrestricta del movimiento de capi- 
tales desde 1974, por lo que, entonces, todos tienen dere- 
cho a colocar el dinero donde quieran. Esto es legal y, por 
lo tanto, no tengo críticas hacia aquellos depositantes que 
consideraron mejor colocar el dinero fuera del país, porque 
tenían derecho a hacerlo. ¿Cuál es el problema? Que si un 
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depositante conscientemente colocó su dinero en el TCB, 
por el motivo que fuere, sabiendo que éste estaba en el 
exterior, el día que esta institución tiene dificultades y no 
le paga, no puede venir a pedir al Estado uruguayo que lo 
recompense. En todo caso, podrá ir a pedir recompensa a 
alguna institución financiera de las Islas Caimán, pero no 
aquí en el Uruguay. No sé quiénes ni cuántos son, pero me 
consta que existen estos casos. 


Entonces, desde ese punto de vista se me hace extraor- 
dinariamente difícil votar un proyecto de ley por el cual se 
va a amparar a depositantes que colocaron dinero en el 
exterior en una determinada institución y luego ésta se 
fundió. No me importa si se trata del Banco Montevideo o 
del Banco Comercial, pero es una institución que aquí no 
tiene ningún funcionamiento. Por lo tanto, me cuesta mucho 
aceptar que el Estado resarza o recompense a personas que 
han colocado el dinero en el exterior, aunque lo hicieron con 
todo el derecho y la legalidad correspondientes. 


En la otra punta está la gente que yo considero que fue 
estafada y engañada totalmente y que quiero atender y 
resolver su problema, porque fue engañada y estafada en su 
buena fe. 


Perdón, pero voy a solicitar al señor Presidente que me 
ampare en el uso de la palabra porque este no es un tema 
sencillo, sino muy difícil, y donde quiero tener la mayor 
objetividad posible, y estoy haciendo un esfuerzo impre- 
sionante para tenerla. Digo esto porque los señores Sena- 
dores que se encuentran a mi derecha no tienen derecho a 
emplear por lo bajo el tonito que están utilizando. Se los 
digo con toda franqueza y lealtad: estoy hablando para que 
el Partido Colorado y el Partido Nacional conozcan mi 
opinión y no me gusta que jueguen en un momento como el 
que estoy viviendo ahora, porque es un tema muy compli- 
cado y difícil. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Puede con- 
tinuar en el uso de la palabra el señor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL .- En consecuencia, ¿cómo resolver el 
tema de los estafados? Hay unos que van a demostrar a la 
Comisión que el dinero se colocó en el exterior sin su 
consentimiento y se van a incorporar; aunque no sé de qué 
cantidad de casos se trata. Como no tengo la varita mágica, 
llegué a la conclusión de que el tema de la fecha también es 
fundamental y voy a referirme a ello al final. Quiero que haya 
un consenso en el Senado y creo que a esta altura la única 
diferencia que hay entre los señores Senadores es solamen- 
te acerca de la fecha. En resumen, hay un caso de personas 
que conscientemente firmaron al Banco Montevideo un 
papel que le daba la autorización para que colocaran el 
dinero donde éste quisiera, como si funcionara como un 
Corredor de Bolsa, que personalmente creo que no se deben 
recompensar. 


Por otro lado, existe también otra situación que es la de 
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los que fueron estafados. Algunos podrán recuperar el 
dinero vía la Comisión y otros tal vez por la de la fecha. 


Por último, está el caso más difícil y complicado. Digo 
esto, porque yo ya tengo 68 años y sé que para una persona 
de esta edad o de 70 años, que ahorró toda su vida y que fue 
confiada a un Banco del Uruguay a depositar su dinero, que 
un buen día le digan que no lo tiene más, es terrible. Esto lo 
comprendo perfectamente. El dolor es brutal y no es para 
menos. Ahora bien, ¿qué siento desde ese punto de vista? 
Que hay mucha gente que me vino a ver en varias oportu- 
nidades y a la que le creo, que inocentemente fueron al 
Banco Montevideo y que, de pronto, firmaron un papel sin 
entenderlo muy bien. Esto es verdad; no digo que no lo sea. 
Precisamente, me vino a ver una funcionaria que era la que 
atendía el tema del TCB y, con toda franqueza, debo decir 
que creo en su inocencia y honestidad total; insisto en que 
creo que es absolutamente honesta. A ella se le acercaba la 
gente y le decía, por ejemplo, “vengo a hacer un depósito 
al Banco Montevideo”. Entonces, la funcionaria le indicaba 
que podía hacer un depósito a plazos, a tantos días, con una 
tasa de interés determinada. Luego, la persona le pregunta- 
ba honestamente si había otras opciones y cuáles eran. Por 
lo tanto, ella le informaba que tenía la posibilidad de invertir 
en un Eurobono, que es una obligación negociable de una 
institución privada, que funciona exactamente igual que un 
Eurobono de Sudamtex, de Mi Granja o de cualquier otra 
institución. El cliente, por su parte, volvía a preguntar si 
tenía otra opción y la funcionaria contestaba que sí y que 
podía hacer su depósito en el TCB. Esa funcionaria me dijo: 
“Fíjese que yo le puse la plata a mi esposo allí”. ¡Cómo no 
le voy a creer! Claro que le creo; actuó con total honestidad. 
De todas maneras, ella no sabía -aunque sí los Directores 
del Banco, que le daban las órdenes- que al poner la plata 
enel TCB no se trataba de un depositante normal del Banco 
Montevideo y que si había un problema en el TCB, el Banco 
Montevideo no iba a responder acá, en el Uruguay. Con 
toda franqueza, debo decir que acá estamos ante un proble- 
ma de conciencia porque no sé exactamente cuál es la 
solución para la gente que con total buena fe acudió a la 
Comisión. Allí, cuando se les pide los papeles que poseen... 


SEÑOR MILLOR .- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Solicito que se prorrogue el tiempo de 
que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


-16en 17. Afirmativa. 
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Puede continuar el señor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Estas personas cuentan en su poder 
con un papel que tiene un gran logo que dice “Banco 
Montevideo” y eso es absolutamente cierto. Pero, allí se 
expresa lo siguiente: “Hemos vendido los siguientes valo- 
res según vuestras instrucciones”. Cuando se alude al 
concepto, figura: “CD Trade £ Commerce Bank”. Es verdad 
que hay mucha gente que no tiene por qué entender esto, 
aunque es muy nítido que esa persona cuenta con un papel 
que dice que, de acuerdo con las instrucciones, le deposi- 
taron la plata fuera del país, como si hubiera invertido en 
bonos norteamericanos. Es exactamente igual. Hay condi- 
ciones generales en cuanto a administración de inversiones 
que mucha gente firmó y probablemente lo hizo en confianza 
con el funcionario del Banco Montevideo que actuó hones- 
tamente, aunque tampoco sabía lo que estaba haciendo. 
Entonces, en una parte de esa documentación dice: “Con- 
siderando conveniente que el Banco Montevideo disponga 
de facultades que le permitan administrar los valores depo- 
sitados...” y continúa: “salvo disposición especial y por 
escrito, el Banco Montevideo se considerará autorizado 
para realizar la administración”. Más adelante dice: comprar 
y vender en Bolsa, realizar y retirar depósitos, realizar 
colocaciones en fondos de inversión nacionales o extran- 
jeros y otra cantidad de operaciones que no tienen nada que 
ver con el depositante normal. Me refiero a la persona que 
va al banco, deposita su plata y cuando quiere retirarla lo 
hace porque está allí, a la vista, en cuenta corriente o en un 
depósito a plazo fijo. Sin embargo, en estos casos la plata 
fue invertida. 


Entonces, no tengo ninguna duda de que estamos ante 
una situación difícil y complicada. Esto lo acepto totalmen- 
te. Por lo tanto, como considero que una de las funciones 
parlamentarias vitales es buscar acuerdos, en lugar de 
cerrarme a la banda y decir que el artículo 31 resuelva todo, 
entendí que debíamos buscar una salida para conseguir un 
acuerdo. Dicha salida la planteamos en la Comisión. ¿Qué es 
lo que buscamos? Atender a los depositantes del TCB, pero 
acotándolos en el espacio, en el monto, en el tiempo y en la 
acción subsidiaria. Tengamos en cuenta que aquí hay una 
diferencia muy grande con el caso del Banco Comercial 
Curacao y esto es lo que importa. Es verdad lo que dice el 
señor Senador Herrera: quien dio la orden de pagar fue el 
Banco Comercial intervenido y no el Nuevo Banco Comer- 
cial. Es así, porque ese Banco Comercial intervenido estaba 
funcionando como un banco privado que trataba de buscar 
confianza, pero no le fue a pedir plata al Estado para eso. 
Aquí de lo que se trata es de saber adónde va la plata del 
Estado. Sé que hay ahorristas de muy bajos niveles de 
ingresos, aunque hay otros que no. Entonces, me surge otra 
vez el problema de dónde pongo la plata del Estado. ¿Adón- 
de? ¿Paralos niños pobres? Por lo tanto, intentamos encon- 
trar una salida. Desde el punto de vista del espacio, dijimos 
que sólo se contemplarían depósitos del TCB en Gran 
Caimán, nada más, porque al principio era más general. 


El segundo elemento a considerar era el monto. En este 
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caso, propusimos poner el mismo monto establecido cuan- 
do se aprobó la ley. Figuraba allí, pero lo agregábamos para 
demostrar lo que realmente queríamos con la interpretación 
del artículo 31. Establecimos, entonces, U$S 100.000. Según 
recuerdo, como acción subjetiva y a propuesta del señor 
Senador Atchugarry, pusimos que no se incluyera a quie- 
nes dieron la voluntad expresa de aplicar los fondos en el 
exterior. De todas maneras, la prueba la tiene la institución 
y no el depositante. 


El otro tema que debíamos considerar era el del tiempo, 
que creo que es el punto que nos divide, nos complica y nos 
genera dificultades. En lo personal, me convencí de que el 
problema fue a partir de una decisión del Banco Central del 
7 de marzo de 2002, que prohibía al Banco Montevideo 
seguir comprando certificados de depósito del TCB. Por- 
que, ¿qué hacía el Banco Montevideo? Recibía depósitos y 
con ellos compraba certificados de depósito en el TCB para 
que éste, a su vez, pusiera la plata en los Supermercados 
Disco de Argentina, que eran los que tenían dificultades. 
Entonces, el Banco Central dijo: “no va más”. Por lo tanto, 
el Banco Montevideo, en lugar de él mismo comprar los 
certificados y colocárselos a los clientes, quedó obligado 
allevar alos propios clientes; estos movimientos quedaron 
en la contabilidad local pero no en la internacional. Enton- 
ces, a partir del 7 de marzo, los Directores del Banco Mon- 
tevideo empezaron a buscar cualquier ruta, camino o instru- 
mento para sacarle la plata alos depositantes sin su consen- 
timiento y contra su voluntad; les llevaron la plata. Allí es 
donde está el centro del asunto. A mi entender, pueden 
haber otros fraudes, pero el fundamental que se le hizo a los 
depositantes es éste. 


Entonces, desde éste punto de vista, lo que propusimos 
fue que a partir del 7 de marzo de 2002 se pague todo, hasta 
U$S 100.000 al TCB, pero -reitero- a partir de la fecha 
mencionada. Como hay que buscar acuerdos, el señor Sena- 
dor Heber planteó la posibilidad de que fuera hasta el 1? de 
enero de 2002. Así pues, dado que probablemente el Senado 
pase a cuarto intermedio dentro de unos instantes, quiero 
aclarar con toda franqueza que he dado mi opinión sobre el 
tema, pero también para buscar acuerdos. 


En definitiva, si es cierto lo que digo, es decir, si es cierto 
que la única diferencia que existe es la que tiene que ver con 
el tiempo, con la fecha, propongo que este texto vuelva a 
Comisión para discutir únicamente ese aspecto. Todos 
sabemos que hubo muchas reuniones, en las que se hizo 
presente el Directorio del Banco Central, el que iba a dar su 
opinión y luego dijo que no podía hacerlo; a su vez, la 
Comisión decía una cosa y luego otra, entreverando el 
asunto. Pero estamos ante un tema muy importante, por lo 
que no tengo ningún inconveniente -aunque estoy conven- 
cido de la fecha- en que el texto vuelva una vez más a 
Comisión para considerar ese punto. Allí se podrá recibir 
nuevamente al Banco Central, a la Superintendencia y a la 
Comisión, para resolver únicamente sobre ese aspecto. 
Digo esto a los efectos de tratar de hacer la mayor justicia 
posible, de modo de ver cómo resolvemos el tema de los 


98-C.S. 


estafados y de los engañados que es, en definitiva, lo que 
deseamos resolver a través de este proyecto de ley. 


SEÑOR HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR HERRERA.- Señor Presidente: he escuchado 
atentamente la exposición del señor Senador Couriel que, 
sin duda, fue hecha con mucha vehemencia y con gran 
tensión nerviosa, al punto de haber imputado a alguien un 
“tonito” que, en lo personal, no escuché que nadie utilizara 
en relación con alguna expresión empleada por el señor 
Senador. Pienso que en eso se equivocó pero, en realidad, 
eso es apenas un episodio menor. 


Ahora bien; me parece que hay expresiones vertidas en 
la fundamentación que dejan de lado lo que la Comisión ya 
tiene probado documentalmente. Por mi parte, creo que no 
podemos insistir con la expresión “hemos vendido de acuer- 
do a sus instrucciones”, porque ya sabemos documen- 
talmente, por el propio Banco, que esa era una fórmula que 
se utilizaba pero que no respondía a la realidad. No se 
solicitaba al cliente su opinión ni sus instrucciones y esto 
figura en la documentación. Me refiero a una instrucción de 
las jerarquías máximas del Banco a los cuadros intermedios 
para que incluyan eso en los formularios, pero no porque el 
cliente estuviera enterado porque, además, ni siquiera tenía 
conocimiento de eso, lo que -reitero- está documentalmente 
probado en la Comisión. 


Por otro lado, en relación con la expresión de que “la 
plata fue invertida”, decimos que sí, pero a nadie se le dijo. 
Vuelvo a señalar que cuando al Gerente de LATINUR se le 
pregunta cuándo y cómo comenzó la exposición del Banco 
Montevideo, contesta que desde toda la vida del TCB, y la 
finalidad era, primero, comprar las cadenas de supermerca- 
dos Disco y Santa Isabel y luego tapar los agujeros que 
seguramente, como consecuencia de la crisis regional y de 
la baja de consumo, se produjeron en esas cadenas. Pero lo 
que está claro es que nadie les dijo nada a los clientes y que 
nunca fueron socios del Disco ni de Santa Isabel. Tampoco 
les dijeron después que estaban tapando agujeros. Enton- 
ces, ¡pavada de información se le ocultó a la gente! No se 
le habló de inversiones. No se le dijo nada del destino de los 
fondos y tampoco se explicaba qué era el Caimán. ¿Qué 
Caimán, sino existía? El TCB en las Islas Caimán no existió 
físicamente hasta el año 2001. 


En definitiva, estamos hablando de una entelequia jurí- 
dica formada por artesanos, artífices u orfebres del sistema 
financiero. Entonces, estamos insistiendo con esas cosas 
cuando ya sabemos que la realidad no es así. Estamos 
tratando de hacer una elucubración intelectual aún cuando 
ella sea muy honesta o muy inteligente. Pero eso no está en 
juego ni en cuestionamiento. Reitero que el TCB no existía; 
estaba en la zona franca y había una sociedad anónima que 
manejaba el asunto. 
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Por mi parte, no le reprocho al señor Senador Couriel 
ningún “tonito”, pero sí le reprocho el hecho de que ni 
siquiera me escuche. 


SEÑOR COURIEL.- Lo estoy escuchando, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HERRERA.- Realmente, el señor Senador tiene 
una virtud inmensa: habla y escucha al mismo tiempo. 


Continuando con mi intervención, digo que no hay 
tampoco posibilidad de señalar que nos podemos enfrentar 
auna fecha que, según discutimos, podría ser el 7 de marzo 
oel 1” de enero. ¿Vamos a volver a Comisión para reiterar los 
largos debates que sobre estos temas ya mantuvimos? Acá 
tenemos que encontrar una solución que nos acerque, que 
nos permita encontrar el punto de unión, pero no me parece 
que este proyecto de ley deba volver a Comisión. ¿A quién 
escucharíamos en ese caso? ¿Al Banco Central? ¿Al Minis- 
terio de Economía y Finanzas? ¿A los juristas? ¿A los 
contadores? A esta altura, citemos a los porteros que, 
quizás, hasta sepan más. Reitero: ¿vamos a volver a discutir 
sobre este tema en Comisión? ¿Para establecer una poster- 
gación, acaso? ¿Y hasta cuándo? ¿Para qué vamos a decidir 
entre el 1” de enero y el 7 de marzo, si el 14 de marzo el Banco 
Montevideo cambió la titularidad de las cuentas? Estaban 
todas a nombre de los clientes. ¿Es a partir de ahí que les 
vamos a decir a los ahorristas que los amparamos? ¿Por 
qué? ¿Cuando ya tenían las cuentas a su nombre? Esto sería 
absolutamente contradictorio. Sería distinto si estuviéra- 
mos hablando del momento en que empezaron a correr 
rumores muy serios sobre las dificultades del Banco Mon- 
tevideo; ello fue allá por abril y mayo, donde hubo gente que 
fue a tratar de salvaguardar su dinero enviándolo al exterior. 
¿A ellos se propone que les demos los U$S 100.000, los 
U$S 500.000 o los USS 50.000? Reitero que eso sería abso- 
lutamente contradictorio. 


Hemos analizado este tema y, en verdad, esta documen- 
tación es mínima, al lado de la que podríamos tener los 
señores Senadores. Observemos lo que surge de la realidad 
y no sigamos insistiendo con cosas que no son posibles. 
Tratemos de encontrar un entendimiento político. 


Por mi parte, estoy absolutamente de acuerdo con la 
moción de cuarto intermedio que va a presentar el señor 
Senador Heber. A esta altura, es obvio que el tema no podrá 
ser resuelto en la jornada de hoy, sino que quedará como 
primer punto del Orden del Día de la sesión de mañana. Creo 
que esto es lo más sabio que podemos hacer, pero aquí no 
se trata de discutir si vamos a enviar esto nuevamente a 
Comisión para llamar otra vez al Banco Central, sino de 
llegar a un entendimiento político que busque amparar a un 
grupo importante de ciudadanos que fueron inducidos al 
error y que perdieron su dinero. A ellos debemos ponerlos 
en la situación más equitativa, en relación con otro grupo 
de ciudadanos que también fueron inducidos a error y que 
también perdieron su dinero. 


11 de noviembre de 2003 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: 
quiero dejar una constancia antes de la moción de cuarto 
intermedio que va a presentar el señor Senador Heber, que 
casi pidió disculpas por introducir una duda en la discu- 
sión. 


Confieso que estoy muy contento con el debate que se 
dio en el Senado en la tarde de hoy. A veces es inconvenien- 
te llegar con posiciones ciclópeas, macedónicas, de hoplitas 
griegos, porque ya se sabe el resultado de la decisión. 
Personalmente, me ha sido de gran utilidad escuchar a los 
colegas -de mi Bancada y de las otras- que saben y que han 
estudiado el tema para formarme una opinión oir haciéndo- 
lo. Entonces, introducir la duda no es un pecado por el que 
haya que pedir disculpas, sino que más bien debería ser algo 
normal en este Senado de la República. Repito que en lugar 
de venir con posiciones ciclópeas, macedónicas e inque- 
brantables a defender la postura ya asumida, cuyo resulta- 
do se sabe de antemano, considero que es bueno escuchar 
los argumentos de todos los Senadores. 


Es cuanto quería manifestar. 


12) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-99 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: en virtud de que tan 
solo faltan cuatro minutos para finalizar la sesión, solicito 
que el Senado pase a cuarto intermedio hasta el día de 
mañana para seguir considerando este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Jorge Larrañaga).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-23en23.Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 57 minutos, presidiendo el 
doctor Jorge Larrañaga y estando presentes los señores 
Senadores Arismendi, Astori, Atchugarry, Cid, Correa 
Freitas, Couriel, Fernández Huidobro, Gallinal, García 
Costa, Gargano, Heber, Herrera, Korzeniak, Michelini, 
Millor, Mujica, Núñez, Pereyra, Rubio, Sanabria y Singer.) 
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